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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las nueve horas con treinta minutos del día 

veinticuatro de julio de dos mil veintitrés. 

Mediante resolución de fs. 489 al 491 se concedió a los investigados el plazo de quince días hábiles, 

para que presentaran las alegaciones que estimaran pertinentes respecto de la prueba que obra en el expediente, 

decisión que fue legalmente notificada, segün consta en actas de fs. 493 al 503. 

En ese contexto, se recibió escrito de In señora Ana Silvia Espinoza, identificada también como Ana 

Silvia Espinoza de Barrera, mediante el cual refiere argumentos de defensa y presenta documentos (fs. 505 al 

523). 

En cuanto a los investigados Ana Maritza Molina de Orellana, Carlos Alberto Molina Vásquez y Luis 

Adalberto Rivera Palacios, el plazo conferido a éstos venció sin que se recibiera en esta sede escrito alguno. 

Considcrnndos: 

l. Rclnción de los hechos 

Objelo del caso 

El presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra: 

i) Ana Maritza Molina de Orellana, docente del Complejo Educativo (CE) "Doctor Joaquín Jule 

Oálvez", municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, a quien se atribuye la posible transgresión 

a la prohibición ética de "Realizar aclil'idades privadas durante la jornada ordinaria de trabajo, salvo las 

permitidas por la ley", regulada en el artículo 6 letra e) de la Ley de Ética Oubernmnentnl, en lo sucesivo LEO, 

por cuanto durante el período comprendido entre los meses de abril de dos mil dieciocho y octubre de dos mil 

veintiuno, se habría ausentado de su jornada ordinaria de trabajo, durante varios lapsos, por motivos de viaje 

al extranjero, sin contar con los permisos o licencias correspondientes; y, 

ii) los señores Ana Silvia Espinoza, identificada también como Ana Silvia Espinoza de Barrera, ex 

directora y actual docente; Carlos Alberto Molina Vásquez, actual director; y Luis Adnlberto Rivera Palacios, 

sub-director; todos del CE "Doctor Joaquín Jule Oálvez", municipio de Santiago Nonunlco, a quienes se 

atribuye una posible inobservancia al deber ético de "Denunciar allle el Tribunal de Élica Gubernamental o 

ante la Comisión de Ética Gubernamental re.\JJectiva /ns supuestas violaciones a los deberes o prohibiciones 

éticas c011te11idas en es/a Ley, de las que tuviere conocimienlo en el ejercicio de suf1111ció11 pública", regulado 

en el artículo 5 letra b) de la LEO, por cuanto habrían tenido conocimiento de lns circunstancias atribuidas a 

la seiiora Molina de Orellana y no denunciaron las mismas ante este Tribunal; específicamente, la seiiora 

Espinoza, durante los años dos mil dieciocho y dos mil diecinueve; y, los señores Molinn Vásquez y Rivera 

Palacios, en el año dos mil veintiuno. 

Desarm/lo del oroc.:edimiento 

1. Por resolución de fs. 48 al 50 se ordenó la investigación preliminar del caso y se requirieron informes 

sobre los hechos objeto de denuncia. 

2. Mediante resolución de fs. 67 al 69 se decretó la apertura del procedimiento administrativo 

sancionador contra los señores Malina de Orellana, Espinoza, Molina Vásquez y Rivera Palacios; y, se les 

concedió el plazo de cinco días hábiles para que ejercieran su derecho de defensa . 

3. Por medio de escritos de fs. 77 al 85 y 144, los investigados Espinoza y Rivera Palacios, 

respectivamente, ejercieron su derecho de defensa y aportaron documentos (fs. 86 al 130, 145 y 146). 

El presente documento en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial.  
ese contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido el 
artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la siguiente versión pública.



Por otra parle, mediante escrito de fs . 131 y 132, el representante de los investigados Malina de 

Orcllana y Molina Vúsquez, licenciado . reali.ló alegaciones sobre los hechos 

atribuidos a sus representados, expresando -en síntesis- que: 

a) la señora Ana Maritza Molina de Orellana, durante los períodos en que realizó viajes al extranjero, 

no ejerció la docencia y que "de manera material delego sus funciones a dos Profesores'' [sic], a los cuales les 

habría pagado por cada jornada laboral; además, indicó que "por razon de ignorancia de procedimientos y 

confucion administrativa se consigno haber estado en el complejo educativo cuando estaba fuera del país, lo 

cual es un hecho evidenciado'' [sic]. 

h) el señor Carlos Alberto Molina Vásqucz por "error involuntario no informo de los hechos ademas 

creyendo mi representado que no había conducta ilicida del actuar de ambos,. [sic]. 

En tal sentido. solicitó que, en caso de imponerse sanción a sus representados, se tome el contenido del 

referido escrito, como una atenuante de los hechos aludidos; de conformidad con lo dispuesto en el articulo 

156 de la Ley de Procedimientos Administrativos (LPA), el cual establece que "Si i11iciado 1111 procedimiento 

sancionador, el ilrfh1ctor reconoce su respo11sabílidad de forma expresa y por escrito, se podrá resolver el 

procedimiento con la imposicián <le la sanción que proceda. Esta circunstancia será considerada una 

ate11ua11te para la determinación de la .w111cíó11. Cuando la sanción tenga carácter pec11niarío, se podrán 

aplicar reducciones de ltmta ww cuarta parte de su importe" . 

4. Por resolución de IS. 147 y 148 se abrió a pruebas el procedimiento por el término de veinte días 

hábiles y se delegó instructorn para la investigación del caso. 

5. En el informe de fs. 192 al 194 la instructora delegada estableció los hallazgos de la investigación 

efoctuada e incorporó prueba documental (fs. 195 al 389). 

6. Mediante resolución de fs. 489 al 491 se concedió a los investigados el plazo de quince días hábiles 

para que presentaran las alegaciones que estimaran pertinentes respecto de la prueba que obra en el expediente; 

en ese sentido, por escrito de fs. 505 al 523. la investigada Ana Silvia Espinoza, identificada también como 

Ana Silvia Espinoza de Barrera, contestó el traslado final conferido. 

En el caso de los investigados Ana Maritza Molina de Orellana, Carlos Alberto Molina Vásqucz y Luis 

Adalberto Rivera Palacios, a pesar de haber sido notificados en legal forma, según consta en actas de fs. 493 

al 503, el plazo concedido venció sin que hicieran uso de ese derecho. 

11. Fundamento jurídico. 

fransgresio11es atribuidas 

-La conducta atribuida a la investigada Ana Maritza Malina de Orel/cma se calificó como una posible 

transgresión a la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG, la cual pretende evitar que los 

servidores pL'1blicos realicen actividades ajenas al quehacer institucional durante su jornada ordinaria de 

trabajo, salvo que exista una justificación legal para ello. 

La referida norma tiene por objeto que el servidor público respete su jornada ordinaria, es decir, el 

tiempo efectivo establecido para que se dedique a las tareas usuales que corresponden a su puesto o cargo. 

La regulación común de la jornada de trabajo en el sector público se encuentra en el artículo 84 de las 

Disposiciones Generales de Presupuestos, el cual preceptúa que el despacho ordinario en todas las oficinas 

públicas será de lunes a viernes, en una sola jornada de las ocho a las dieciséis horas. Al poseer esta disposición 

un carácter general resulta litil para definir la jornada ordinaria o período de audiencia en que los funcionarios 
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y empicados están obligados a asistir a su despacho u oficina, ante la folla de un horario particular contemplado 

por las leyes y reglamentos que rigen ámbitos específicos. 

Lo anterior tiene su fundamento en In naturaleza del trabajo prestado por el servidor público, el cual 

está determinado por las necesidades y conveniencias generales de los ciudadanos, delimitado por el 

ordenamiento jurídico y enmarcado en las competencias de los entes públicos; por lo cual, el interés que 

satisface en este caso el trabajo del servidor público es el interés general de la comunidad, que recibe los 

servicios pliblicos. 

En ese sentido, en las entidades del Estado debe cumplirse una jornada ordinaria de trab:~jo, que permita 

a los usuarios obtener los servicios y realizar las gestiones de su interés dentro de un pinzo razonable, y no 

establecido u conveniencia del interés particular del servidor público. 

No cabe duda de que la Administración Pública está destinada a operar en condiciones óptimas, con el 

propósito ele brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos (materiales y personales) que se 

han dispuesto para ello y, ante la ausencia de estos, el cumplimiento de los fines institucionales no se realiza 

en el tiempo o circunstancias planiticadas. 

Esto no implica negar la posibilidad que los servidores públicos puedan ausentarse de sus labores, pero 

ello debe ser por motivos legales, mediante el debido procedimiento y en los límites que la ley establece, para 

que dicha ausencia no sen arbitraria. 

Ciertamente, para que un servidor público pueda realizar una actividad particular durante su jornada 

ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad (o institución) en la que ejerce su 

cargo, pues de lo contrario podría generarse un perjuicio o detrimento del desempeño de In función pública y, 

en consecuencia, del servicio que se presta a Ja ciudadanía. 

Por ende, cuando los servidores gubernamentales incumplen sus horarios de trabajo sin justificación 

alguna colateralmente se afecta el ejercicio de la función estatal, lo que incluso podría derivar en la prestación 

de servicios públicos ineficientes y en el retraso de los trámites administrativos o judiciales. 

Y es que la actuación ele los servidores públicos debe regirse por los principios éticos de supremacía 

del interés público, probidad, responsabilidad y lealtad, establecidos en el artículo 4 letras a), b), g) e i) de la 

LEO, lo cual supone que atiendan las funciones que les corresponden ele forma personal, estrictamente en el 

tiempo, forma y lugar establecido por lns normas administrativas respecto a asistencia, horarios y vocación de 

servicio, pues es en razón de ello que reciben una remuneración proveniente de fondos p(1blicos. 

En tal sentido, se pretende evitar las deficiencias por parte de los servidores p(1blicos en el desemper1o 

de la importante función que realizan. De ahí, la necesidad de prohibir este tipo de conductas. 

-Por otra pm1e, la conducta atribuida a los investigados.Ana Silvia Espinoza. identificada también como 

Ana Silvia Espinoza de Barrera. Carlos Alberto Molino Vásquez y Luis Atlalberto Rivera Palacios se calificó 

como una posible inobservancia al deber ético regulado en el artículo 5 letra b) de la LEO. 

Sobre el particular, es importante reforir que la LEO no establece un concepto de denuncia, pero en su 

artículo 30 dispone que "Toda persona puede, por sí o por medio de represemante, i11te11Jo11er 1111a denuncia 

ante la Comisión de Ética Gubername111al respectiva o ante el Tribunal, en contra de cualquier persona Sl(jela 

a la aplicación de esta Ley, sobre '1echos que pudieren constituir il!fi"acciones a los deberes o prohihicione.\

éticas". 
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Aunado a lo anterior, el articulo 53 de la LEO regula el derecho y deber de denuncia en los términos 

siguientes: "Cualquier persona, sea o no senidor ptíhlico, por sí o a travé.v de represe uf ante, tiene el derecho 

y el deber de de111111ciar los actos que cmtfim11e a esta Ley, co11.'itifllya11 una tra11sgresió11 ética". 

Asimismo. de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 N.0 4 de la Convención de las Naciones 

Unidas Contra la Corrupción. "[e jada Estado Parte también considerará, de conformidad con los prillcipios 

.fi111da111e11tale.\· de su clerec'1o illfemo, la posihilillad de establecer medida.\· y sistemas para J<1cilitar que los 

.fimcionarios público.\· de111111cie11 todo acto de corrupción a la.\' allloridacle.\· competentev cuamlo te11ga11 

co11ocimie11to de ellos en el ejercicio de .rnsfi111cio11es ". 

Por otro lado. la doctrina señala que por denuncia debe entenderse el acto por el que cualquier persona, 

en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia 

de un determinado hecho que pudiera constituir inrrncción administrativa (Nieto, Alejandro, Derecho 

Administrativo Sancionador, Madrid 2012, p. 107). 

Por su parte. la Sala de lo Constitucional sostiene que la denuncia es una noticia o aviso a una autoridad 

administrativa o judicial, de una situación irregular, ilegal o delictiva, para que la autoridad proceda a la 

averiguación y a sancionar al responsable (Interlocutoria del l l/IX/2006, Amparo 74-2006). 

Por tanto, el deber de denuncia regulado en el artículo 5 lelra b) de la LEO, consiste en la obligación 

de avisar a la autoridad competente - Tribunal de l~tica Gubernamental y Comisión de Ética Oubernamental

cuando se tenga conocimiento razonable de la comisión de una infracción ética regulada en esa ley, para su 

investigación y posterior sanción, derivando responsabilidad para quien lo omita. 

Ciertmnente. dicha norma responde, biisicamente, a la necesidad de cooperación activa de todos los 

sujetos con el Estado en cumplimiento de la función de vigilancia, control y erradicación de la corrupción. Es 

decir, que se vuelve obligatoria para las personas identificadas en el artículo 2 de la LEO, al tener conocimiento 

de circunstancias que constituyan posibles transgresiones a los deberes y prohibiciones éticos determinados en 

la citada normativa. 

111. Prueba recnbmln en el procetlimicnto 

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pet1inente, idónea, necesaria y útil, 

es la siguiente: 

-Prueba doc11111e11tal recabada por el Trilm11a/: 

!) Impresión de nota de focha tres de octubre de dos mil veintidós, firmada por los miembros del 

Consejo Directivo Escolar (CDE) del CE "Doctor Joaquín Jule Gúlvez", municipio de Santiago Nonualco, 

remitida por correo electrónico, mediante la cual indican cuál es el mecanismo de control de asistencias de los 

docentes de dicha entidad y respecto de las licencias solicitadas por la investigada Molina de Orellana, durante 

el lapso indagado (f. 56). 

2) Impresión de nota de fecha tres de octubre de dos mil veintidós, suscrita por el señor  

, en la que indica que la investigada Molina de Orellana lo contrató para cubrir una sección en el aludido 

centro educativo, del dieciocho de junio al dos de julio de dos mil dieciocho, a excepción del día veintinueve 

de junio de ese mismo año (L 58 frente). 

3) Impresión de nota de focha treinta de septiembre de dos mil veintidós, firmada por la señora 

. mediante la cual refiere haber realizado un interinato en el citado complejo 
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educativo, durante el período comprendido del ocho al veintidós de mayo de dos mil diecinueve, por motivos 

de viaje de la investigada Molina de Orellana (f. 58 vuelto). 

-1) Impresión de nota ele focha veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, suscrita por la señora  

, en la que relierc haber recibido una cantidad de dinero en concepto de pago por impartir 

clases en el aludido centro de educación, durante los días trece al veintidós de octubre de dos mil veintiuno (f. 

59 frente). 

5) Copia de solicitudes de permisos y/o licencias docentes a nombre de la investigada Molina de 

Orellana (fs. 59 vuelto al 61 ). 

6) Nota de lecha treinta de septiembre de dos mil veintidós, firmada por el Jefe Ad 1-lonorem del 

Departmnento de Movimiento Migratorio, mediante la cual remite movimientos migratorios a nombre de la 

investigada Molina de Orellana (f. 62). 

7) Repo11es de movimientos migratorios a nombre de la seí'íora Ana Maritza Molina de Orellana, 

emitidos por la Dirección de Control Migratorio de la Dirección General de Migración y Extnu~ería, 

correspondiente~ al período investigado (fs. 64 al 66). 

· R) Nota firmada por el Coordinador de Desarrollo Humano de la Unidad de Gestión de Desarrollo 

l lumano de la Dirección Departamento de Educación ele La Paz, mediante Ja cual refiere cuál es el mecanismo 

para la solicitud de permisos personale'i en dicha entidad e indica aspectos relacionados con la asistencia y 

solicitudes de licencias de la investigada Molina de Orellana, durante el período indagado (fs. l 96 y 197). 

9) Nota de lecha tres de enero de dos mi 1 veintitrés, con referencia DDE-01-23-A.I, lirmada por el 

Director Departamental de Educación de la Dirección Departamental de Educación de La Paz, en la que remite 

documentos (f. l 98). 

1 O) Certificación de refrendas de plazas y acuerdos de nombramiento a nombre de los investigados 

Molina de Orellana, Espinoza, Malina Vásquez y Rivera Palacios (Is. l 99 al 209). 

11) Certificación de refrendas de plazas docentes del CE "Doctor Joaquín .lule Gálvez", de los aí'íos 

dos mil veinte, dos mil diecinueve, dos mil dieciocho y dos mil veintiuno (fs. 21 O al 238). 

12) Copias de informes mensuales de días laborados y de aplicación de faltas e inasistencias del 

personal docente del CE "Doctor Joaquín .lule Gálvez'', correspondientes a los meses de enero a abril y de 

junio a noviembre de dos mil dieciocho; de enero a diciembre de dos mil diecinueve; enero de dos mil veinte; 

y, agosto, septiembre y noviembre de dos mil veintiuno (fs. 239 al 340 y 346 al 363). 

13) Nota de fecha veintiuno de diciembre de dos mil veintidós, firmada por el Director del CE "Doctor 

Joaquln Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco", relativa a lista de docentes ajenos a dicha entidad 

que brindaron clases en los períodos de ausencia de la investigada, durante el lapso indagado (Is. 344 y 345). 

1-1) Certificación de folios del libro ele asistencia docente y administrativo del CE "Doctor Joaquín .lule 

Gálvez", municipio ele Santiago Nonualco; correspondientes a los días ocho de mayo, diecisiete y dieciocho 

de julio de dos mil diecinueve; trece al quince y del dieciocho al veintidós de octubre de dos mil veintiuno (fs. 

364 al 375). 

J 5) Memorando con referencia 002/TEG/UEL-RS/2022, de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, 

firmado por el Encargado de Registro de Sanciones de este Tribunal, en el que informa que no existe ningún 

registro de interposición de denuncia o aviso en este Tribunal, por parte de los investigados Espinoza, Molína 

Vásquez y Rivera Palacios contra la señora Molina de Orellana (f. 382). 
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16) Nota con relCrencia DDE-04-23-AJ, de lecha diecisiete de enero de dos mil veintitrés, lirmada por 

el Director Departamental de Educación de Ja Dirección Departamental de l:.ducación de La Paz, respecto a la 

remisión de libros del aludido centro de estudios a este Tribunal (Is. 390 y 391 ). 

17) Nota de fecha doce de enero de dos mil veintitrés, firmada por el Director del Cl.! "Doctor Joaquín 

.lule Gúlvez", municipio de Santiago Nonualco, en el que informa Ja modalidad de trabajo de la investigada 

durante el afio dos mil veinte (r. 395). 

18) Constancias de labores u nombre de los investigados, emitidas por la Coordinadora de Desarrollo 

Humano de la Dirección Departamental de Educación de La Paz (Is. 396 al 399). 

19) Reportes de pagos realizados en planillas a nombre de los investigados, correspondientes al lapso 

indagado (IS. 402 al 488). 

-lncmporada por el de1111ncia111e  : 

/) Copia de acuerdo N.º 08-0181 , del Ramo de Educación, Ciencia y Tecnología, de fecha veintitrés 

de marlO de dos mil veintiuno, mediante el cual se aceptó la renuncia de sobresueldo, por motivos personales 

de la investigada Espinoza de Barrera (f. 8). 

2) Copia del Informe de Auditoría Interna con referencia NA-003-2020, del Ministerio de Educación, 

Ciencia y Tecnología (MINEDUCYT), referente a "Examen Especial a los Aspectos Administrutivos, 

Financieros y Legales del Complejo Educativo Dr. Joaquín Jule Gálvez, municipio de Santiago Nonualco, 

departamento de La Paz. código de infraestructura Nº. 12072, por el período comprendido de enero de dos mil 

dieciocho a diciembre de dos mil diecinueve. Con actualización a los procesos de asistencia docente a 

noviembre de dos mil veintiuno" (l's. 9 al 4 7). 

-/11co11mrada por la im·estigada Ana s;/vía E.\JJinoza: 

/) Copia de solicitud de permiso y/o licencias docentes, de fecha diecinueve de julio de dos mil 

diecinueve, a nombre de la investigada Molina de Orellana, paru ausentarse de sus labores por motivos 

particulares el diecinueve de julio de dos mil diecinueve (fs. 99 y 169). 

2) Copia de informe mensual de días laborados de los docentes del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvct.", 

municipio de Santiago Nonualco, correspondientes al mes de octubre de dos mil diecinueve (fs. 11 O y 111 ). 

3) Copia de "Informe de Examen Especial a Denuncia de Participación Ciudadana DPC-l02·202 I al 

Complejo Educativo Doctor Joaquín Jule Gúlvez de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, por el 

periodo del uno de enero de dos mil diecisiete al treinta de junio de dos mil veintiuno", emitido por la Dirección 

Regional de San Vicente de la Corle de Cuentas de la República (Is. 112 al 121 y del 184 al 186) . 

./) Copia de nota de focha tres de octubre de dos mil veintidós, lirmada por los miembros del CDE del 

CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez". municipio de Santiago Nonualco, mediante la cual indican cuál es el 

mecanismo de control de asistencias de los docentes de dicha entidad y respecto de las licencias solicitadas 

por la investigada Molina de Orellana. durante el lapso indagado (f. 122). 

5) Copia de nota de fecha veinticinco de octubre de dos mil veintiuno. suscrita por la señora  

. en la que refiere haber recibido una cantidad de dinero en concepto de pago por impartir 

clases en el aludido centro de educación, durante los días trece al veintidós de octubre de dos mil veintiuno (f. 

123 frente). 

6) Copia de solicitudes de permisos y/o licencias docentes a nombre de la investigada Molina de 

Ore llana (fs. 123 vuelto al 124 ). 
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• 7) Copia del borrndor de informe de auditoría interna del Ministerio de Educación, Ciencia y 

Tecnología, relativo al exmnen especial a los aspectos administrativos, financieros y legales, del CE "Doctor 

Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, código de infraestructura 

12072, por el período comprendido de enero de dos mil dieciocho a diciembre de dos mil diecinueve. 

"Actualizado revisión de fondos a junio de dos mil veintiuno" (fs. 177 al 182) 

8) Copia de notificación de pliegos de reparos con reforencia ll-JC-31/2022 de la Cámara Segunda de 

Primera Instancia de la Corte de Cuentas de la República (fa. 1 R7 al 1 R9). 

9) Impresión de nota con referencia NA-003-2020, de fecha veintiuno de enero de dos mil veinte, 

suscrita por la Directora de Auditoría Interna Interina Ad 1-lonorem del MINEDUCYT, mediante la cual se 

informó al CDE del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, respecto del inicio 

de la auditoría por "Examen Especial a Jos aspectos administrativos, financieros y legales del Centro Escolar 

Doctor Joaquín .lule Gálvez, del municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, Código de 

Infraestructura Nº 12072, por el período comprendido del O 1 de enero de 2018 al 31 de diciembre de 2019" (f. 

510). 

10) Copia de nota de la Gerencia de Auditoría del MINEDUCYT, de fecha cuatro de marzo de dos mil 

veinte, en el que se informó al CDE del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, 

sobre las observaciones encontrndas por dicha entidad, relacionadas con la gestión administrativa (f. 511 ). 

11) Copia de acta N.º 330 del CDE aludido, de fecha ocho de marzo de dos mil veinte, relacionada con 

la auditoria efectuada a dicha institución, en el año dos mil veinte (fs. 512 al 518). 

Por otra parle, la prueba documental de fs. 7, 86 al 98, l 00 al 109, 125 al 129, 138 a 1 142, 145, 146, 

170 al 176, 183, 190, 191, 3 77, 378, 385 al 389, 392 al 394 y del 519 al 523 no será objeto de va to ración por 

carecer de utilidad para acreditar o desvi1tuar los hechos que se dilucidan y no estar vinculada con el objeto 

del procedimiento. 

- En cuanto a las declaraciones juradas incorporadas como prueba documental por parte de los 

investigados, seiiorcs Malina de Orellana y Molina Vásquez, con las que pretendía acreditar los hechos objeto 

de investigación (fs. 136 y 137), es pertinente indicar que las mismas ·• ... constituyen documentos que no 

permiten dar por ciertos los hechos narrados en éstos, pues el notario solamente puede dar fe del hecho que 

recibió una declaración en la forma, lugar, día y hora que en el instrumento se expresa por el signatario, mas 

no de los hechos que ahí el dicente consigna (sentencia pronunciada por la Sala de lo Contencioso 

Administrativo, el día 13-111-2020, en el proceso relerencia 1-20- RA-SCA). Es decir, dicho medio de prueba 

no permite dar por ciertos los hechos narrados en ellas, por lo que, estos documentos no pueden ser valoradas 

como prueba en el procedimiento. 

IV. Valoración de la prueba y decisión del caso. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 inciso 5° ele la LEG, las pruebas vertidas en el 

procedimiento se valorarán según el sistema de la sana crítica, el cual se asienta en el principio de razonabilidad 

y obliga a que lus máximas de experiencia consten en la motivación de la resolución definitiva; a lin de 

evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de lo afirmado por las partes. 

El art iculo 87 del RLGG establece que en el procedimiento administrativo sancionador rige el principio 

de libertad probatoria, siendo admisibles todos los medios de prueba que cumplen los requisitos de licitud, 
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pertinencia, idoneidad, necesidad y utilidad; habiéndose realizado el juicio de admisibilidad y procedencia 

correspondiente. 

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1 º. 2° y 3° de la Ley de Procedimientos Administrativos (LPA), 

establece reglas generales en cuanto a los medios probatorios, así: "[l]os hechos relevantes para la decisión de 

un procedimiento podrán probarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho y será aplicable, en lo 

que procediere. el Código Procesal Civil y Mercantil.----Se practicarán en el procedimiento todas las pruebas 

pertinentes y útiles para determinar la verdad de los hechos, aunque no hayan sido propuestas por los 

interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. ----Las pruebas serán valoradas en forma libre. de 

conformidad con las reglas de la sana critica; sin embargo. para el caso de la prueba documental. se estará al 

valor tasado de la misma en el derecho procesal común". Y el inciso 6° de Ja disposición legal citada prescribe 

que "ll]os documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en 

los que. obscrv;índose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, 

hanín prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario". 

Así. en el presente caso, dentro de la prueba vertida se encuentra la documental, la cual se configura 

dentro de los documentos públicos administrativos, que son los "v<ílidamente emitidos por los órganos de las 

Administraciones J>(1blicas: esto es los producidos por un órgano administrativo de acuerdo con las 

formalidades exigidas en cae.In caso., (Barrero Rodríguez. C., la Prueba e11 el l'rocedi111ie11lo Ad111i11i.'ilralil'O, 

3ª Edición, Editorial Aranzadi, Navarra, 2006, p. 336). 

Lo anterior, en concordancia con los artículos 106 de la LP A y 331 del Código Procesal Civil y 

l'vlcrcantil (CPCM). éste último reliere que serán instrumentos públicos " los expedidos por notario, que da fe, 

y por autoridad o li.1ncio11urio público en el ejercicio de su función pública" ; cuyo valor probatorio, de 

conformidad al artículo 341 del CPCM, constituye "prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas 

que documenten: de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así como del f edalario o funcionario que 

lo expide ... En esle sentido, es preciso acotar que la prueba documental vertida en el procedimiento consta de 

informes, copias simples y ccrtilicaciones emitidas por servidores de instituciones públicas. 

Por tanto. u partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha establecido con 

certeza: 

/. Re.v1ec10 a los '1edws alrílmi<lo.,· a la seliora Ana A.farilza Mo/ina de Orellww. 

/. /. la calíclacl tle .wrvidora pública de la i11ve.'itigada, su horario y modalidad de trabajo en el CE 

"Doc/or .Joaq11í11 .!11/e Gcilvez ", 1111111iópio de Santiago No1111alco, duraflle el período co111pre11dido entre los 

me.,·es <le abril de dos mil dieciocho a oc111bre de ,/os mil veintiu110 -lapso indagado-: 

Desde el diecisiete de julio de mil novecientos noventa y uno, la señora Ana Marit:w Molina de 

Orellann fue nombrada profesora docente del turno vespertino del CE "Doctor Joaquín Jule Gñlvez", municipio 

de Santiago Nonualco, devengando un salario mensual de ochocientos cincuenta y ocho dólares con cincuenta 

y dos centavos de dólar de los Estados Unidos de América [EEUU] (US$858.52), durante los años dos mil 

dieciocho a junio de dos mil veintiuno; de ochocientos ochenta y tres dólares con cuarenta y cinco cenlavos de 

dólar de los EEUU (US$883.46), enjulio de dos mil veintiuno; y, de novecientos diez dólares con tres centavos 

de dólar de los EEUU (US$9 I 0.03). desde agosto a octubre de dos mil veintiuno; usí como. pagos adicionales 

mensuales de cincuenta dólares de los EEUU (US$50.00), en el dos mil dieciocho: de cien dólares de los 



EEUU (US$100.00), en el dos mil diecinueve y dos mil veinte: y, de doscientos dólares de los EEUU 

(US$200.00), en el dos mil veintiuno l.fs. 210 al 238, 398 y del 473 al 488]. 

Asimismo, de la información proporcionada por la autoridad competente, se verifica que la seiiora 

Molina de Orellana debía cumplir una jornada laboral comprendida de las doce a las diecisiete horas con treinta 

1ninutos, de lunes a viernes (fs. 364 al 375). Sin embargo, a partir del mes de abril de dos mil veinte, a raíz del 

Estado de emergencia nacional por COVID-19, el aludido centro educativo inició la modalidad de trabajo 

domiciliar, con la atención del alumnado por medio de la aplicación móvil Jl'lwtsApp. 

Al respecto, de conformidad con lo establecido en el artículo 33 inciso 1° de las Normas Técnicas de 

Control Interno Específicas del Ministerio de Educación, ''Todo el personal, deberá marcar o regi.\·frllr la 

entrada y salida de s11 lugar de Jrab{~jo, o través de los medios que establezca la máxima autoridad o según 

lo.'\ recursos disponibles para tal .fin, en c11mpllmiento a lo establecido en la Normati\'O para el Registro, 

Control de Asistencia, Permane11cia y I'1111t11nlídad de lo'> Empleado.\' Administrativos del Mi11islerio de 

Ed11cació11 y otrm· reg11/acio11es emilida.\' al re.\jJeclo '' . 

. Aunado a lo anterior, según el apartado 6.3.2 ele la NormaLiva para el Registro y Control de Asistencia 

y Permanencia y Puntualidad de los Funcionarios y Empleados Administrativos del Ministerio de Educación, 

"Los.f1111cio11arío.\· )'empleados que presten .\"lis ser\'il'Íos al Ministerio de Educación, independie111eme11te de 

la forma de col//ralación deberán regi.\·trar personalmenle s11 en/rada y .\·a/ida diarias de la jomada laboml ". 

En tal sentido, el mecanismo de control de asistencias de la jornada laboral de los docentes de la 

mencionada entidad es por medio de libro de firmas, en el cual la investigada debía registrar el cumplimiento 

del horario de trabajo (f. 56); al respecto, es menester indicar que de dicho instrumento solo fueron 

proporcionadas algunas copias de listados correspondientes a los días ocho de mayo, diecisiete, dieciocho y 

diecinueve de julio de dos mil diecinueve; y, trece, catorce, quince, dieciocho, diecinueve, veinte, veintiuno y 

veintidós de octubre de dos mil veintiuno (fs. 364 al 375). 

En otro orden de ideao;, la seiiora Malina de Orcllrma, en la calidad aludida, de conformidad con lo 

establecido en los artículos J 1 ni.'1meros 1) y 2) de la Ley de la Carrera Docente (LCD) y 38 letras 11) y d) del 

Reglamento del citado cuerpo normativo -entre otras funciones- debía: i. desempciiar el cargo con diligencia 

y eficiencia en la forma, tiempo y lugar establecidos por el Ministerio de Educación; ii. asistir puntualmente 

al dcscmpeiio de sus labores; iii. presentarse a la institución educativa quince minutos antes de iniciar sus 

labores y retirarse cuando hayan terminado sus responsabilidades; y, il•. firmar el Libro de Asistencia de 

Profesores consignando la hora de entrada al llegar la Institución y de salida, al final de sus labores. 

1.2. La realización de acth•idades pril'adas por parle de la inl'esligada Molina de Orellmw, dumllle 

la jornada laboral que debía c11111plir como doce ni e del CE "Doctor .Joaquín .!11/e Gáll'ez ", 1111111icipio de 

Samiago Nonualco, en el lapso indagado: 

Como se estnbleció en el apartado precedente, en el período investigado, la seiiorn Ana Mnritza Malina 

de Orellana era docente del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco; sobre el 

particular, es menester indicar que según lo establece el artículo 31 número 1) de la LCD, los educadores tienen 

la obligación de "Desempeiiar el corgo con diligencia y eficiencia en la forma. tiempo v lu~ar establecido.'> 

por el Ministerio de Educación". 

Asimismo, tienen proscrito abandonar sus labores durante la jornada de trabajo sin justa causa o 

licencia de sus superiores, de conformidad con lo regulado en el artículo 32 de la LCD. 



Al respecto. el Coordinador de Desarrollo l lumano de la Dirección Departamental de Educación de La 

Paz refirió que las solicitudes de permisos personales deben elaborarse con veinticualro horas de anticipación 

y ser resguardadas por la dirección de cada centro escolar; posteriormente, es obligatorio que éstas sean 

reportadas ante la Unidad de Desarrollo Humano de la Dirección Deparlmncntal de Educación respectiva. en 

los primeros cinco días h.tbilcs del siguiente mes. La responsabilidad de todos Jos permisos recae en el director 

de cada centro escolar (1: 196). 

En relación con ello. de acuerdo con Jo regulado en los apartados 8.1 y siguientes de Ju Normativa para 

el Registro )' Control de Asistencia y Permanencia y Puntualidad de los Funcionarios y Empicados 

Administrativos del Ministerio de Educación, "[(/as licencias por motivos ¡mrtic11lares que se s0Ucite11 sin 

goce de sueldo deben presentarse cinco días antes ele/ inicio de díclw licencía, co11cediémlo.\e ha.Ha dos meses 

en el aíio, y se a11torizará11 i11icialme11te con 1111 mes y el sig11ie11te con una prórroga. Dichas licencia,\· q11edm1 

a discreciún del Jefe inme,/iato ". 

Asimismo. "[ej11 el caso de licencia por motfro per.wmal, el empleado deberá presentar la solicitud 

(F-R/1-J} al .Jefe inmediato, para el trámite corre.\prmdienle ( .. .)Se conceden a discrecití11 del Je.fe respeclfru 

de 'iervicio lm licencias por motivos per.m11ales con goce de sueldo y 110 podnin exceder de cinco días en el 

m1o (Arl. 11" de la Ley de A.wetos Vacaciones y licencia.\· de lo Empleados Público.'i} ; el Jefe la lramilará 

a11te la Unidad ele Recur.ws l/1111u1110.~ ¡}(Ira los efectos de col// rol. (F-IUl-2)" 

-Sobre el particular, de acuerdo con el informe rendido por la Dirección General de Migración y 

Extranjería (Is. 62 al 66) y el Informe de Auditoría Interna del MINEDUCYT con referencia NA-003-2020 

(fs. 9 al 4 7), la investigada realizó dilCrentes movimientos migratorios, con motivo de turismo y residencia, 

vía aérea y lerrestre. en lechas y horas coincidentes en las que debía ejercer sus funciones como servidora 

pública de la aludida entidad, durante el período indagado, según el detalle siguiente: 

I) El jueves doce de abril de dos mil dieciocho salió del país a las veintiún horas con cuarenta y un 

minutos. con destino a Belice; y, regresó a El Salvador. el lunes dieciséis de abril de dos mil dieciocho a las 

veintitrés horns con dieciséis minutos; lo cual implicó tres dfa.\· hábiles. 

2) El lunes dieciocho de junio de dos mil dieciocho salió del país a las nueve horas con veintinueve 

minutos. con destino a los EEUU; y, regresó al territorio nacional , el lunes dos de julio de ese mismo año a las 

siete horas con cincuenta y cinco minutos; lapso que abarcó diez días hábiles. 

3) El súbado diecisiete de noviembre de dos mil dieciocho salió de El Salvador a las diez horas con 

treinta y ocho minutos. con destino a Guatenrnla; sin cspecilicarsc lecha y hora de retorno al país. 

4) El miércoles ocho de mayo de dos mil diecinueve salió del país a las quince horas con treinta y tres 

minutos, con destino a los EEUU; y, regresó, el miércoles veintidós de mayo de dos mil diecinueve; período 

que incft~vó die= días luíbiles. 

5) El miércoles diecisiete de julio de dos mil diecinueve salió de El Salvador a las nueve horas con 

diecinueve minutos. con destino a Cuba; y. retornó, el domingo veintiuno de julio de ese mismo año, a las 

dieciocho horas con cuarenta y nueve minutos; lo cual implicó tres días luíb1les. 

6) El miércoles !rece de octubre de dos mil veinliuno salió del país a las diez horas con dos minutos, 

con destino a los EEUU: y. regresó. el domingo veinticuatro de ese mismo mes y año a las seis horas con 

cuarenta y ocho minutos; lapso que abarcó ocho días hábiles. 



-Al respecto, en el Informe de Auditoría Interna del MINEDUCYT con referencia NA-003-2020 (fs. 9 

al 47), se hicieron constar comentarios relacionados con los movimientos migratorios aludidos anteriormente; 

específicamente, se indicó que la investigada: 

i. En cuanto al primero de los viajes relacionados, no posee permiso en el expediente para el jueves 

doce y viernes trece de abril de dos mil dieciocho; 

ii. Tíene licencia para el viernes veintinueve de junio de dos mil dieciocho, sobre el segundo de los 

movimientos indicados; sin embargo, no cuenta con permiso para los días comprendidos entre el lunes 

dieciocho al jueves veintiocho de junio de ese año; y, para el lunes dos de julio de dos mil dieciocho; 

iii. En lo que respecta al cuarto de los viajes identificados, tiene permiso para el jueves nueve de mayo 

de dos mil dieciocho; no así para los días ocho y del diez al veintidós de ese mismo mes y mio; 

fr. Relativo al quinto de los viajes señalados, tendría licencia únicamente para el viernes diecinueve de 

julio de dos mil diecinueve; y, 

v. En relación con el sexto movimiento migratorio referido, habría firmado el libro docente los días 

trece, catorce y c¡uince de octubre de dos mil veintiuno; y, no poseería permiso en el expediente. 

-Por su parte, el CDE del CE "Doctor Joaquín .lule Gálvez' ', municipio de Santiago Nonualco, en su 

informe der. 56, señaló lo siguiente : 

a) Sobre el primero de los movimientos migratorios aludidos, la investigada s11¡mesu11111:111e presentó 

permisos personales que no llieron reportados a su debido tiempo; y, dejó una maestra particular que la 

reemplazó durante su jornada de trabajo; sin embargo, no proporcionaron información que sustentara dicha 

circunstancia. 

b) Respecto del viaje efectuado del dieciocho de junio al dos de julio de dos mil dieciocho, refirieron 

que la investigada presentó permiso para el viernes veintinueve de junio de ese mismo año; empero, no 

proporcionaron documentos que acreditaran dicha aseveración. 

Asimismo, manifestaron que la investigada Molina de Orellana designó al seílor  

para cubrir su sección, debido a lo cual presentan una impresión de nota simple de fecha tres de octubre de dos 

mil veintidós, apore111emente liimada por el referido profesional (f. 58 frente). 

e) En cuanto al viaje realizado del ocho al veintidós de mayo de dos mil diecinueve, aludieron que la 

investigada delegó a la seilora , como maestra encargada para su grado, lo que habría 

sucedido con autori1ación de la investigada Espinoza - ex directora del aludido centro escolar-; en razón de 

ello, presentan impresión de nota simple de fecha treinta de septiembre de dos mil veintidós, aporentemel1fe 

firmada por la aludida profesional (f. 58 vuelto). 

Ahora bien, refieren que .rnp11e.\lamente se le habría autorizado n la investigada un permiso personal 

para el día nueve de mayo de ese mismo año, respecto de lo cual no adjuntaron ningún documento que ampare 

esa situación. 

d) Al respecto del movimiento migratorio realizado por la investigada Molina de Orcllana del diecisiete 

al veintiuno de julio de dos mil diecinueve, indicaron que dicha servidora pi'.1blica presentó permisos personales 

para los días diecisiete, dieciocho y diecinueve de julio, pero que no habrían sido reportados, en virtud que In 

aludida docente dejó una maestra responsable de su sección; sin embargo, no presentaron documentos que 

sustentaran esa circunstancia. 
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e) Sobre el vh~je realizado en el mes de octubre de dos mil veintiuno señalaron que la investigada 

Malina de Orellana solicitó permiso sin goce de sueldo para los días comprendidos del dieciocho al veintidós 

de octubre. por lo cual presentaron copia simple de formulario de solicitud de permiso y/o licencias personales 

docentes, a nombre de la aludida docente. con un sello de recibido de la Unidad de Recursos Humanos de la 

Dirección Departamental de Educación de La Paz (f. 61 ). 

Asimismo. manifestaron que la investigada solicitó otro permiso para los días trece, catorce y quince 

de octubre de dos mil veintiuno y que anexan a su informe copia simple de rs. 59 vuelto, 60 y 61, pero que no 

presentan sello de recibido de In entidad correspondiente del MINEDUCYT. 

-Ahora bien. a pesar de lo anteriormente detallado. de acuerdo con la documentación proporcionada 

por la Dirección Departamental de Educación de La Paz, durante el lapso indagado, la investigada Ana Maritza 

Molina de Orcllana solo tendría autorindas licencias personales sin goce de sueldo por cinco días. para el 

período comprendido del dieciocho al veintidós de octubre de dos mil veintiuno; en razón de lo cual no hay 

información respecto del período comprendido de abril de dos mil dieciocho a octubre de dos mil veintiuno; 

asimismo, no se aplicaron descuentos por ausencias a sus labores (Is. 196 y 197). 

Al respecto, según se verifica en los informes mensuales de días laborados del CE "Doctor Joaquín 

Jule Gál\'ez"'. municipio de Santiago Nonualco, presentados ante la Unidad de Recursos Humanos de la 

Dirección Departamental de Educación de La Paz: l) en abril de dos mil dieciocho, a la in\'estigada Molina de 

Orellana se le reportaron dos días de ausencia por permiso por enformcdad (Is. 249): 2) en junio de ese mismo 

año. una ausencia de un día por permiso personal (f. 253); 3) en mayo de dos mil diecinueve. un día de ausencia 

por permiso por enfermedad (f. 293); y, ./)en julio de ese mismo año, dos días de ausencia por permiso por 

enfermedad y uno por permiso personal (r. 302). Sin embargo, no se indican en los aludidos documentos las 

fechas concretas correspondientes a las citadas licencias y tampoco dichas circunstancias se hicieron constar 

en los informes mensuales de aplicación de faltas e inasistencias correspondientes a esos meses, seglln consta 

a Is. 252. 260. 296 y 305. 

Por otra parte, la investigada registró la asistencia a sus labores, en el Libro de Asistencia de Personal 

Docente y Administrativo del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvcz", municipio de Santiago Nonualco, en fechas 

y horas coincidentes a los movimientos migratorios proporcionados por la autoridad competente; 

espedlicamente. se ha vcrilicado que: 1) el ocho de mayo de dos mil diecinueve reportó entrada a las doce 

horas con treinta minutos y salida a las dieciocho horas (f. 364); 2) los días diecisiete y dieciocho de julio de 

dos mil diecinueve registró entrada a las doce horas con cuarenta y cinco minutos y salida a las dieciocho horas 

(Is. 365 y 366); 3) el trece de octubre de dos mil veintiuno registró ingreso a las doce horas con dieciséis 

111 inutos y salida a las diecisiete horas con treinta minutos (f. 368); ./) el catorce de octubre de ese mismo año 

registró entrada a las doce horas con trece minutos y salida a las diecisiete horas con treinta minutos (f'. 369); 

y. 5) el quince de ese mismo mes y año repo11ó ingreso a las doce horas con treinta minutos y salida a las 

diecisiete horas con treinta minutos (f. 3 70). 

En síntesis. se verificó que la investigada no poseía licencia para ausentarse de sus labores en las 

siguientes fechas. coincidentes a los movimientos migratorios reportados por las autoridades competentes: 

1) los días doce, trece y dieciséis de marzo de dos mil dieciocho; 2) del dieciocho al veintiuno y del 

veinticinco al veintiocho de junio y dos de julio, todas las fochas de dos mil dieciocho; 3) el ocho, del trece al 
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diecisiete y del veinte al veintidós de mayo de dos mil diecinueve; -1) diecisiete y dieciocho de julio de dos mil 

diecinueve: y, 5) trece, catorce y quince de octubre de dos mil veintiuno. 

En tal sentido, al hacer una vnlornción integral de los elementos de prueba recabados en el 

procedimiento, se ha comprobado con total certeza que, durante el período indagado, la señora Ana Maritza 

Molina de Orellana permaneció fuera del territorio nacional y, por ende, incumplió vei11ti'iéis veces su horario 

laboral, durante diforcntes lapsos; es decir que, durante esos tiempos, la investigada desatendió sus 

obligaciones y funciones, para realizar actividades distintas a las de su cargo p(1blico, como realizar viajes al 

extranjero, sin contar con los permisos o licencias correspondientes, debidamente autorizadas. 

En este punto, es necesario acotar que para la constatación de la transgresión ética investigada - m1ículo 

6 letra e) de la LEG-, basta con probar fJlle 11n .~er1•itlor público realizó actividades particulares - es decir. 

todas las q11e no sean instit11cionales- , durante Jo jornada Jnboml que e.\'/aba obligado a cumplir según .rn 

cargo y jimcio11es en el sector público, sin col/lar con 11na jus1ijicació11 legal para ello (por ejemplo, 

incapacidades o licencias, debidamente autorizadas), al margen del tipo de actividad privada que hubiese 

realiz;ido en ese tiempo, pues lo éticamente reprochable es la inobservancia e incumplimiento de sus funciones 

en el horario establecido por In institución en la que labora, dado que con este último se persigue la 

conliguración de un orden interno que facilite el ejercicio de la li1nción pública en pro de la colectividad. 

De manera que se ha logrado comprobar en este procedimiento In transgresión a la referida prohibición 

ética por parte de la investigada, en tanto se esperaba de ella que, como servidora pliblica, empicara el tiempo 

asignado para desempeñar sus funciones y cumplir sus responsabilidades; pues, precisamente para ello, recibió 

un salario proveniente de fondos públicos, especílicamente del MINEDUCYT. 

Tal comportamiento es contrario a los principios éticos de supremacía del interés pliblico -artículo 4 

letra a) de la LEO- , que exige a los servidores públicos y demás personas sujetas a diclm ley, anteponer siempre 

el interés público sobre e l interés privado; probidad - artíc.:ulo 4 letra h) de la LEO- , que les exhorta a actuar 

con integridad, rectitud y honradez; transparencia artículo 4 letra 1) ele la LEO- según el cual deben actuar de 

manern accesible para que se pueda conocer si su actuación es legal, eficiente, eficaz y responsable; 

responsabilidad - artículo 4 letra g) de la LEO, que les conmina a cumplir con diligencia las obligaciones del 

cargo o empico p(1blico; y, con el principio de lealtad - artículo 4 letra i) de la LEO- , que demanda de los 

servidores públicos actuar con fidelidad a los fines del Estado y a los de In institución en que se descmpcfüm. 

Asimismo, esa conducta también se contrapone a uno de los principios establecidos en el Código 

Internacional de Conducta para los Titulares de Cargos Públicos - instrumento guía para los Estados miembros 

de la Organización de las Naciones Unidas en la lucha contra la corrupción- , y es el que prescribe que 1111 

cargo público conlleva la obligació11 de actuar en pro del interés público, por ende, el lillllar del mim10, .\·eró 

ante lodo leal a los i/1/ereses públicos de s11 país, 1•elará por desempeiínr s11s obligaciones y f1111ciones de 

manera eficiente y eficaz, c011fi>rme a las leyes o las normas admin/.\'/ratilta.'i, y con i111egridad. 

Por tanto, la sellora Ana Maritza Molina de Orellana debió abstenerse de abandonar sus labores, en los 

períodos de tiempo aludidos, sin tramitar los permisos correspondientes; en cambio, antepuso su interés de 

atender actividades particulares a su obligación de desempeñarse efic ientemente durante la jornada laboral 

establecida, demostrando así que no cumplió con sus obligaciones de servidora pública de manera responsable, 

proba, transparente, leal. seria y diligente. 



Sohrc este aspecto, es imperioso indicar que los servidores públicos deben dejar constancia documental 

de todas las 1 icencias que solicitan parn ausentarse de sus labores. de manera que se j uslilique, sin dejar espacio 

a la arbitrariedad. que dichas licencias han sido solicitadas y autorizadas en legal forma por la autoridad 

competente. conforme lo disponen los arliculos 13, 17 y 18 de la Ley de Asuetos. Vacacionec; y Licencias de 

los Empicados Púhlicos y la normativa interna aplicable. 

Y es que este Tribunal no niega la posibilidad de que los servidores püblicos puedan ausentarse de sus 

labores: sin embargo. esto debe darse mediante el debido procedimiento y en los límites que la ley establece, 

para no abandonar arbitrariamente el desempeño de sus labores. 

Ahora bien, el representante de la señora Mol ina de Orel lana, en el escrito de ís. 131 y 132, indicó que 

durante los períodos en que dicha servidora pública realizó viajes al extranjero, no ejerció la docencia y que 

"de manera material delego sus Funciones a dos Proícsores" [sic], a los cuales les habría pagado por cada 

jornada laboral: ademús. indicó que "por rn1on de ignorancia de procedimientos y confucion administrativa se 

consigno haber estado en el complejo educativo cuando estaba fuera del país, lo cual es un hecho evidenciado'' 

[sic]. En tal sentido. solicitó que. en caso de imponerse sanción a su representada, se tome el contenido del 

rcforido escrito. como una atenuante de los hechos aludidos. 

Al respecto, es menester reiterar que. de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la LPA, 

el reconocimiento de los hechos por parle del infractor constituye por si mismo una atenuante para la 

determinación de la sanción; por lo que, sus alegaciones se tendrán en consideración. en los límites que 

establece la citada nonnntiva. 

En consecuencia. al haberse comprobado con total certeza los hechos y la transgresión atribuida a la 

persona investigada. deberá determinarse la responsabilidad correspondiente. 

1. La 0111üió11 ele los seliores A11a Silvi<1 fapinoza, ide111{{lcada tambié11 como Ana Silvia Espi11oza de 

/Jarrera; Carlos Alberto Moli11a Vií.w¡uez; y Lufa Adalberto Rivera Palacios de demmc:iar 011/e este 'fribwwl 

los lieclws atrihuidos a la seli<Jra Ana Mari/za Molino de Ore/lema: 

2.1. /,a calidad de servidores públicos de los citados i11ve.stigados en el CE ''Doctor Joaquín .fufe 

Gálve: ", 1111111icípio de Sa111iago Nomwlco, y las obligacio11es i11here11tes a sus cargos, relacionadas a la 

cu/111i11i.\lracián del personal de diclw entidad, durante el periodo co111pre11dülo elllre los alios dos mil 

diecioc/10 a dos mil vei111i11110 - laprn indagado-: 

i) La scñorn /\na Silvia Espinozn, también identificada como Ana Silvia Espinoza de Barrera. laboró 

como directora única del CE "Doctor Joaquin Jule Gúlvez", municipio de Santiago Nonualco, desde el dos de 

febrero de dos mil dieciséis hasta el veintitrés de tnal"l.O de dos mil veintiuno: devengando - durante los años 

dos mil dieciocho y dos mil diecinueve- un salario mensual de ochocientos cuarenta dólares con cuarenta y 

nueve centavos de dólar de los EEUU (US$840.49); un sobresueldo mensual de doscientos sesenta y un dólares 

con treinta y seis centavos de dólar de los EEUU (US$26 l .36); así como, un pago complementario cada mes 

de cincuenta dólares de los EEUU (US$50.00), en el dos mil diecinueve; y, de cien dólares (US$100.00), en 

el dos mil diccinuc\ e [Is. 7, 8. 203, 21 O al 238, 396 y del 402 al 424]. 

ii) El señor Carlos Alberto Molina Vúsquez ejerció el cargo de sub"director del turno vespertino del 

CE "Doctor Joaquín .Julc Q¡ílvez". municipio de Santiago Nonualco, desde el ocho de septiembre de dos mil 

quince hasta el treinta de mayo de dos mil veintiuno: y, de director de la citada entidad, desde el uno de junio 

de dos mil veintiuno: devengando - en el aiio dos mil veintiuno- un salario mensual de setecientos siete dólares 
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con cuarenta y ocho centavos de dólar de los EEUU (US$707.48); un sobresueldo mensual de doscientos 

sesenta y un dólares con treinta y seis centavos de dólar de los EEUU (US$26 l.36), desde junio de dos mil 

veintiuno; y, un pago complementario cada mes de doscientos dólares de los EEUU (US$200.00), en el citado 

año ffs. 187 frente, 209, 21 O al 238, 399 y del 449 al 472]. 

iii) El señor Luis Adalberto Rivera Palacios ejerció el cargo de sub-director del turno vespertino del 

CE "Doctor Joaquín .lule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, desde el uno de junio de dos mil veintiuno; 

devengando en el citado año, un salario mensual de novecientos diez dólares con tres centavos de dólar de los 

EEUU (US$9 I 0.03), un sobresueldo mensual de ciento cuarenta y cinco dólares con veinte centavos de dólar 

de los EEUU (US$145.20); y, un pago complementario cada mes de dos cientos dólares de los EEUU 

(US$200.00) [fs. 144, 21 O al 238, 397 y del 425 al t148l 

M Es relevante señalar que, seg(m lo establece el artículo 31 n(11nero 1) de la LCD, los educadores 

tienen la obligación de "De'iempefiar el cargo con dilb:encia v eficiencia e11 la forma, tiempo y lugar 

establecidos por el Ministerio de Educación ". 

Aunado a lo anterior, los directores de las instituciones educativas tienen -entre otras- las atribuciones 

de: "fe }laborar y r1111orizar mensua/menle el pago de salario del personal de la i11slilllció11 "; "{e Jumplir )' 

hacer cumplir /a.'i leyes, reg/amenlos y disposicio11es que sobre In carrera docente, /(1 educación y como 

empleado público le compelen, en base n lo\· procedimienlos eslablecido "; y, "'[/]levar el expediellle del 

desempefio ¡m~(esirmnl de los educadores"; de conformidad con lo establecido en el articulo 36 letras f), s) e 

y) del Reglamento de la LCD. 

Asimismo, los sub-directores de dichas entidades deben ejercer las siguientes atribuciones: ·'/l]levar 

el con/rol de asislencia diaria de los educ(ldores y conrnltar con el Director sobre anomalías que se 

presemen "; scglin lo regula el artículo 37 letra 1) de la citada normativa. 

En esa sintonía, según lo e!>tipula el artículo 33 inciso 3º de las Normas Técnicas de Control Interno 

Especilicas del Ministerio de Educación, '"{\}erá respon.rnbilidad del Jefe inmedialo de un empleado, 

garantizar la asi.~lencia, punt11alidad y permanencia del personal en s11 lugar de lrabajo. En lo.\· centms 

educa!ivos. la respo11sahílídnd será del Director v Sul"lireclor de los mismos". 

En tal sentido, de acuerdo con lo regulado en el apartado 6.3.6 de la Normativa pura el Registro y 

Control de Asistencia y Permanencia y Puntualidad de los Funcionarios y Empleados Administrativos del 

Ministerio de Educación, "El jefe de la Unidad re.\pectiva deberá coordinar con sus suballemos el trámite 

oportuno de los documentos de re.\pa/do necesario.\· para la legalización de las licencia.'i permisos y o/ros, 

ante la Unidad re.\ponmble, a mas tardar cinco días de.\1mé.\· de haberfinalizado el mes a que corre.\p<mden ". 

2.2. El conocimienlo de /o.'i investigados Ana Silvia füpino:w, idelllfficada tamhién como Ana Sih•ia 

Espínoza de !Jarrera: Carlos Alberlo Molina Vásq11ez; y Luis Ada/berto Rivera Palacios de las conductas 

atribuid(/.\' a la se11ora Ana Mari/za lvlo/ina de Ore/lana: 

i) La investigada Ann Silvia Espinozn, también identificada como Ana Silvia Espinoza de Barrera, en 

su calidad de directora del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, tuvo 

conocimiento de las ausencias de la señora Ana Maritza Malina de Orellana, para realizar viajes al extranjero, 

sin contar con la autorización legal para ello, durante los años dos mil dieciocho y dos mil diecinueve, y no 

informó sobre los descuentos correspondicnlcs a In Dirección Depm1amental de Educación de la Paz; según se 

verilica en la copia simple del informe de Auditoría Interna con referencia NA-003-2020, del Ministerio de 

15 



Educación. Ciencia y Tecnología (MINEDUCYT), referente a "Examen Especial a los Aspectos 

Administrativos. Financieros y Legales del Complejo Educativo Dr. Joaquín Julc Gálve1.. municipio de 

Santiago Nonualco. dcparlamenlo de La Paz. código de infraestructura Nº. 12072. por el período comprendido 

de enero de dos mil dieciocho a diciembre de dos mil diecinueve. Con actualización a los procesos de asistencia 

docente a noviembre de dos mil veintiuno"' (fs. 9 al 47). 

En el citado informe se indica que la referida in\'estigada " ... tiene corrcsponsabilidad por haber dejado 

de cumplir con sus responsabilidades y haber encubierto el hecho [referente a las conducta atribuidas también 

en el presente casor: por esa ra1ón, la Dirección de Auditoría Interna del MINEDUCYT recomendó "[s]e 

interponga la denuncia ante el Tribunal de Ética, contra la Ex Directora Profesora /\na Silvia EspinoLa de 

Barrera. porque tu\'o conocimiento del caso. lo encubrió y no informó sobre los descuentos a la Dirección 

Departamental de Educación de La Paz y por permitir la consignación de datos falsos en el libro de asistencia 

docente·· (sic). 

En dicho documento consta. en el apartado de comenturio de los auditados, que la investigada Molina 

de Orcllana seilaló que. respecto al viaje realizado en abril de dos mil dieciocho, " ... por sugerencia de la 

Directora /\na Silvia l ~spinoza de Barrera, no presento permisos a cumbio de pagarle a una prolCsora particular 

que sería buscada por ella para atender a los alumnos de su sección"; y. que. en cuanto a los \' iajes efectuados 

en mayo y julio de dos mil diecinue\•e, habría dejado una maestra encargada de su grado "con la autorización 

de la Directora en función'' (sic). 

/\demás. se hace constar que la aludida servidora pliblica también refirió que en sus salidas del país 

siempre deja a "una profesora para atender a sus alumnos, pagada por su persona y con autorización de la 

Directora en función /\na Silvia Espinoza de Barrera" (sic). 

Aunado a lo anterior. el CDE del aludido CE (Is. 56 y 57), indicó que, en el dos mil dieciocho." ... por 

sugerencias de la directora en funciones /\na Silvia Espinoza fla scílora Molinn de Orellana] no presento 

permisos. a cambio de pagarle u UNA PROFESORA particular que seria buscada por ella. para atender a los 

alumnos de su sección .. :· (sic): asimismo, reliere que, en dos mil diecinueve, la aludida investigada Molina 

de Orellann dejó " ... una maestra encargada de su grado, pagada por ella, siempre con la autorización de la 

directora en función /\na Silvia Espinoza ... ". La citada auloridad concluyó su informe seílalando que "los 

permisos otorgados a dicha servidora (Ana Maritza) siempre l'ueron del conocimiento y aprobación de la 

Directora en funciones durante el periodo 2018-2019 .. . " (sic). 

Asimismo, se verifica que. el veintiuno de enero de dos mil veinte, la Directora de Auditoría Interna 

Interina Ad 1 lonorcm del tvllNEDUCYT informó al CDE del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez'' sobre el inicio 

del "Examen Especial a los aspectos administrativos, linancieros y legales del Centro Escolar Doctor Joaquín 

Julc Gálvcz, del municipio de Santiago Nommlco. departamento de La PaL Código de lnfn1estructura Nº 

12072. por el período comprendido del O 1 de enero de 2018 al 31 de diciembre de 2019 .. (f. 51 O). 

En adición a lo anterior, el CDE aludido tuvo conocimiento de información relacionadn con dicha 

auditoría, mediante la cual se tomaron acciones concretas sobre aspectos administrativos y de gestión del 

personal de ese centro de enseñanza público; según consta en copia de acta N.º 330 del CDE en comenlo, de 

lecha ocho de mnrzo de dos mil veinte, en la que se constata la lirma de la investigada Espinoza (fs. 512 al 

518). 



Finalmente, se verifica que durante los años dos mil dieciocho y dos mil diecinueve, la investigada no 

reportó las ausencias determinadas a la ser1ora Ana Maritza Molina de Orellana, ante la Unidad de Recursos 

Humanos de la Dirección Departamental de Educación de La Paz, lo cual se constata en: 1) copia de informes 

mensuales de días laborado" y de aplicación de faltas e inasistencias del personal docente del CE "Doctor 

Jonquin Jule Gálvez", correspondientes a los meses de enero a abril y de junio a noviembre de <.los mil 

dieciocho; y, de enero a diciembre de dos mil diecinueve (fs. 239 al 325 y del 347 al 363); y, 2) copia de 

informe mensual de días laborados de los docentes del CE "Doctor Joaquín .lule Gálvcz", municipio de 

Santiago Nonualco, correspondientes al mes de octubre de dos mil diecinueve (Is. 11 O y 111 ). 

ii) Los investigados Carlos Alberto Molina Vásquez y Luis Adalberto Rivera Palacios, director y 

subdirector del CE '·Doctor Joaquín Julc Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, en el año dos mil 

veintiuno, tuvieron conocimiento de los hechos atribuidos a la señora Molina de Orellana; lo cual habrían 

consei:itido ni autorizar a ésta última que firmara el libro de asistencia docente, los días trece, catorce y quince 

de octubre, a pesnr que dicha servidorn püblica habría salido del país, sin haber tramitado las autorizaciones 

correspomlientes; según se acredita en la copia simple del informe de Auditoría Interna con referencia NA-

003-2020, del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología (l'vllNEDUCYT), referente a "Examen Especial 

a los Aspectos Administrativos, Financieros y Legales del Complejo Educativo Dr. Joaquín .lule Gálvez, 

municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, código de infraestructura Nº. 12072, por el periodo 

comprendido de enero de dos mil dieciocho a diciembre de dos mil diecinueve. Con actualización a los 

procesos de asistencia docente a noviembre de dos mil veintiuno" (Is. 9 al 47). 

En el aludido informe, tu autoridad competente recomendó a los investigados "[a]bstenerse de autorizar 

permisos personales discrecionales al margen de la [l]ey"; asimismo, a la Dirección Departamental de 

Educación de La Paz indicó "[s]e interponga la denuncia contra el Director Carlos Alberto Molina Vásquez, 

el Subdirector del turno ele la tarde Profesor Luis Adalbe110 Rivera[ . .. ] por la consignación de datos falsos en 

el libro ele usistencia docente durante el año 2021 ". 

Asimismo, se hizo constar que los investigados, en calidad de auditados, relirieron haber dado " ... la 

oportllnidad [a la investigada Molina de Orellana] de firmar el libro a cambio que le cancelará a una docente 

particular quien la supliera por los R días hábiles en los que no se iba a presentar; dicho acuerdo fue aceptado 

y por ello, la Profesora firmó el libro de asistencia por los días 13, 14 y 15 de octubre de 2021 que la fecha [de 

ese informe] no fueron reportados a la Dirección Departamental de Educación de La Paz" (sic). 

Sobre el particular, en el escrito de fs. 131 y 132, el representante de los investigados, seriores Molina 

de Orellana y Molina Vásquez, indicó que el serior Carlos Alberto Molina Vásquez por ·'error involuntario no 

informo de los hechos ademas creyendo mi representado que no habia conducta ilicida del actuar de ambos" 

fsic]. En tal sentido, solicitó que, en caso de imponerse sanción a su representado, se tome el contenido del 

referido escrito, como una atenuante de los hechos aludidos. 

Al respecto, es menester reiterar que, de conformidad con lo establecido en el articulo 156 de la LPA, 

el reconocimiento de los hechos por parte del infractor constituye por sí mismo una atenuante parn la 

determinación de la sanción; por lo que, sus alegacione<; se tendrán en consideración, en los límites que 

establece la citada normativa. 

Y, por su parte, el investigado Rivera Palncios, en su escrito ele f. 144, indicó que el martes doce de 

octuhre de dos mil veintiuno, In señora Molina e.le Orellana le habría manifestado lo siguiente: "le dejo estos 

17 



permisos [relCrentes a los días trece, catorce y quince del citado mes y uño"! por cualquier cosa no me ponga 

observaciones en el libro, ya que hable con don Carlos y mandaré un docente a cubrir estos tres días" [sic]; y, 

que "por !sus] problemas de salud no [vio] conveniente discutir con el director esta situación, tuve que aceptar 

que la m:íxima autoridad es el y que donde manda capit:in no manda marinero'' [sic l. 
Las alegaciones reali1.adas por la investigada Espinoza, en sus escritos de fs. 77 al 85, 165 al 168 y del 

505 al 509. ímicamente reliercn a aspectos conductuales que dicha servidora pllblica habría experimentado en 

su trato personal con uno de los investigados. específicamente, con el señor Carlos Alberto Molina Vósque;;, 

manifestando que éste, en su calidad de sub director habría permitido las inasistencias de la investigada Molinu 

de Orellmrn; así como, de otras circunstancias relacionadas con situaciones exógenas al objeto del presente 

procedimiento: por lo cual, éstas no son de la entidad suliciente para desacreditar los hechos que se Je atribuyen. 

2.3. Ause11cia de de111111cia.\· o avisos i11terp11eslos por los i11vestigado.\· e11 e.He Trih111wl. re.'ipecto ele los 

lieclws atribuidos a la se1iora Moli11a de Orellmw: 

Los señores Ana Silvia Espinoza, identificada también como Ana Sih•ia Espinoza de Barrera; Carlos 

Alberto Molina Vásquez: y Luis Adalberto Rivera Palacios no habrían presentado denuncias ni informes ante 

este Tribunal. de manera personal o por representante, contra la sefiom Ana Maritza Molina de Orcllana, por 

ausentarse de sus labores por motivos de viaje sin solicitar el correspondiente permiso laboral o por 

incumplimiento de funciones como docente del CE "Doctor Joaquín .lulc Gálvez''. municipio de Santiago 

Nonualco. durante el período comprendido entre abril de dos mil dieciocho a octubre de dos mil veintiuno; 

tampoco existiría avisos interpuestos por éstos contra la mencionada servidora pública; de acuerdo con lo 

consignado en el memorando con rclcrencia 002ffEG/UEL-RS/2022, de fecha nueve de enero de dos mil 

veintitrés. lirmado por el Encargado de Registro de Sanciones de este Tribunal (f. 382). 

En tal sentido, al hacer una valoración integral de los elementos de prueba recabados en el 

procedimiento. se ha comprobado con total certezu que los investigados Ana Silvia Espino;;a, identificada 

también como Ana Silvia Espinoza de Barrera; Carlos Alberto Molina Vásquez; y Luis Adalbcrto Rivcrn 

Palacios, habrían tenido conocimiento de las circunstancias atribuidas a la señora Malina de Orellana, respecto 

de las ausencias de ésta a su jornada ordinaria de trabajo, durante varios lapsos, por motivos de viaje al 

extranjero, sin contar con los permisos o licencias correspondientes~ y, que, no obstante ello, no denunciaron 

esas circunstancias anle este Tribunal. a pesar de eslar obligados a ello, en razón de los cargos ejercidos en el 

CE "Doctor Joaquín .lule Gálvez". municipio de Santiago Nonualco; la primera. en los m'los dos mil dieciocho 

y dos mil diecinueve; y. los últimos. en el año dos mil veintiuno. 

De manera que se ha logrado comprobar en este procedimiento la inobservancia al deber ético 

contenido en el artículo 5 letra b) de la LEG por parte de los investigados. en tanto se esperaba de ellos que, 

como servidores pl'1blicos y superiores jerárquicos de la señora Ana Maritza Molina de Orellana. al tener 

conocimiento de las circunstancias irregulares cometidas por ésta, durante el aludido periodo, que implicaron 

el incumplimiento de ésta a sus responsabilidades labores. denunciaran las mimas ante este Tribunal:·por el 

contrario. las habrían avalado. 

Finalmente. es imporlanle indicar que el comportamicnlo de los investigados resulta antagónico al 

desempeño ético en la runción pública, la cual debe perseguir siempre el interés público sobre el particular, 

por lo que dcberú determinarse la responsabilidad correspondiente a cada uno. 
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3. Re,\1Hm.mbilidtul :wbjelil'a de los iJwestigadns Ana Mari/za Molina de Ore/lana, Ana Sihiia 

E.\1Jinoza, idenl[/ictula también como Ana Síll•ia Espinoza de Barrera; Carlos Alberto Molina Vá.w¡uez; y Luis 

Adalberto Rivera Palacios, respecto de la /J!fracció11 atribuida. 

La potestad sancionadora ejercida por este Tribunal se somete, entre otros principios, al de 

responsabilidad, regulado en el artículo 139 N. º 5 de la LPA, seg{m el cual "sólo podrán ser sancionados por 

hechos co1u1i111tfros de h1fracció11 las per.\'OIW.\' naturales y jurídicm· que resulten respon.mbles a título de 

dolo, culpa, o cualquier otro tíllllo que determine la ley". 

Por tanto, es exigible, conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga este Tribunal 

-y cualquier otrn autoridad administrativa- estén sustentadas1 además, en la comprobación de un nexo 

subjetivo entre el autor y los hechos objeto de una sanción. 

Este nexo '·( ... ) se puede manifestar como dolo, culpa, e incluso, para un grupo de infracciones 

adminic;trativas denominadas "formales'', a nivel de inobservancia. Todas estas formas de imputación 

subjetiva, conllevan el destierro de la responsabilidad objetiva con la que se sanciona automúticamente por la 

realización de un hecho. 

En el ordenamiento jurídico salvadoreilo, la base de la exigencia de responsabilidad subjetiva se 

encuentra en la misma Constitución, en el artículo 12, al manifestar que "Toda persona a quien .\·e impllle 1111 

delito, se presumirá inocente mientra.'i 110 se pruebe .rn culpabilidad cm?forme a la ley (. .. ) ". Además, la 

jurisprudencia constitucional y contencioso administrativa son congruentes al expresar que no puede haber 

sanción sin culpabilidad. 

Por ejemplo, la Sala de lo Contencioso Adminislrativo en la sentencia de referencia 376-2007 de fecha 

13 de febrero de 2017 expresó que "los principios límites a la pote.\·tad .wmcionadorn exigen que la htfrncción 

(. . .)se realice ya sea con intención o por culpa". Asimismo, la Sala de lo Constitucional en la resolución de 

referencia 110-2015 de fecha 30 de marzo de 2016 también indicó que: "e11 materia administrativa 

scmcionndora es aplicable el principio nulla poena sine culpa, lo que excluye cualquier forma de 

re,\1mn.mbi/idad objetilta, pues el dolo o culpa constilt~\'en un elemento bá.\·ico de las Íl!fracciones 

administra/ ivas ". 

Asimismo, la referida Saln de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de referencia 508-2016 

de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, acotó que, en materia administrativa sancionatoria, 

"{. . .) las iltfi·acciones pueden .\'er atribuibles a cualquier título de imputación, sin que para ello .\·e J?je una 

regla general o una excepción {circunstancia que, si se cm?figura en el derecho penal, por designio absoluto 

del legi\·lad01]. Por ello, corre.\1Jomlerá al aplicador de la norma, ad1•ertir si la iltfi«1cción que se mwlice 

puede ser atribuida a título de dolo o culpa( ... )". 

-En ese orden de ideas, en cuanto a la seiiorn Ana Mari/za Molino de Orella11a, en el caso de mérito, 

este Tribunal considera que se encontraba en unn posición material que le demandaba conocer sus funciones, 

obligaciones y derecho'> como servidora pública; pues, en su calidad de docente, tenía la obligación de 

"Desempellar el cargo con diligencia y e_ficiencia en la (orma. tiempo I' lm:ar estahlecidos por el Mi11isterio 

de Educación", según lo establece el artículo 31 número 1) de la LCD. 

Además, tuvo la oportunidad real y el dominio completo de solicitar las licencias correspondientes para 

ausentarse de suc; labores con causa justificada y no lo hizo; contrario a ello, se ha verilicado que, en varias 

ocasione<;, mientras realizaba actividades de índole particulur; especílicmnente, durante los viajes al extranjero 
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que han sido determinados. habría dejado a un docente encargado de su sección o grado. sin haber solicitado 

las autorizaciones correspondientes ante la autoridad competente. 

Asimismo, en lechas especilicas, de su puño y letra, cumplimentó los listados de asistencia de la 

aludida entidad. acreditando que estuvo presente en la misma, durante fochas y horas en las que se encontraba 

fuera del país. realizando actividades particulares. sin tener la licencia o permiso que le habilitara para ese 

electo. 

Por tanto. se ha acreditado en el presente caso la existencia del nexo subjetivo entre la sc11orn Molina 

de Orellana y la conduela comprobada mediante eslc procedimiento -la cual es típica y antijurídica conforme 

al artículo 6 letra e) de la LEG-; habiéndose establecido con certeza que la investigada actuó con un 

compo11amienlo doloso; por lo que. se sustenta la imposición de una sanción por la infracción cometida. 

-En cuanto a los investigados A11a Silvia E'ipinoza, idenlilicada también como A11a Silvia füpi11o=a ele 

Barrera; Carlos Alberto Molina Vá.w¡ue;; y Luis Adalberto Rh•era Palacios, en el caso de mérito, este Tribunal 

considera que. cada uno en el período investigado, se encontraban en una posición material que les demandaba 

conocer sus funciones, obligaciones y derechos como servidores públicos: porque como docentes debían 

"Desempeíiar el cargo con dilixe11cia y eficiem:ia=- ",según lo establece el artículo 31 número 1) de la LCD. 

Asimi~mo. en el caso de los seílores Espinoza y Molina V:.ísquez, en su culidad de directores, tenían la 

atribución de "{c jumplir y lwccr cumplir las leye.\, reglamelllos y di.\posiciones que sobre la carrera docente, 

la ec/11cació11 y como empleaclo público le compelen, en base a los procedimie111os establecido"; y, "//]levar 

el expediente del clesempeíio profesio11al <le los educadores"; de conformidad con lo establecido en el artículo 

36 letras 1), s) e y) del Reglmnento de la LCD. 

Y. el sc11or Rivera Palacios como subdireclor del aludido centro de estudios está obligado a "[/}levar 

el colllrol de asistencia diaria ,/e los ed11cculores y co11s11/1ar con el Director .wbre m10111alías i¡ue se 

prese11fe11 ": según lo regula el arlículo 37 letra 1) de la citada normativa. 

Aunado a lo anlcrior. todos los investigados, tenían la responsabilidad de " ... garantizar la asistencia. 

1n111111alidacl y permauencia del personal e11 su lugar de trabajo", como lo estipula el artículo 33 inciso 3° de 

las Normas Técnicas ele Control Interno Espccílicas del Ministerio de Educación. 

Adcm:ís, al tener conocimiento de las conduelas irregulares de la señora Molina de Orellana, tuvieron 

la oportunidad real y el dominio completo para denunciar las mismas ante este Tribunal y no lo hicieron; por 

el contrario, efectuaron actuaciones encaminadas a consentir los mismos, por medio de actuaciones que no 

eslün autori.ladas por el ordenamiento jurídico. 

Por tanto, se ha acreditado en el presente caso la existencia del nexo subjetivo entre los señores A11a 

Silvia E.\pi11oza, idcntilicada también corno Ana Silvia Espi11oza de !Jarrera; Carlos Alberto Moli11a Vá.w¡uez; 

y Luü Ada/berto Rivem Palacios y lus conduelas comprobadas a cada uno de ellos mediante este 

procedimiento - las cuales son típicas y antijurídicas conforme al artículo 5 letra b) de la LEO-; habiéndose 

establecido con ccrtc.la que los investigados actuaron con un comportamiento doloso; por lo que, se sustenta 

la imposición de la sanción corre<;pondiente por la infracción cometida. 

V. Snncic>n u1>lic;able. 

El artículo 42 de la LEG prescribe: "Una vez comprobado el incumplimiento de los cleberes éticos o la 

l'iolación de lm prohibiciones éticas previstas en esta ley, el Tribunal sin pe1juicio de la re.\pon.mbilidad 
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cfril, penal 11 otm a q11e diere l11gar, impondrá la m11lla re.\1Jeclil'a, c11ya cuantía no será i1?feríor a 1111 salario 

mínimo men.wal hasta 1111 máximo de cuarenta salarios mínimo.\' men.rnales urbanos para el sector comercio. 

El Tribunal deberá imponer una sanción por cada il~fmccinn comprobada". 

El m1ículo 97 del RLEG prescribe que para la fijación del monto de la multa se tomará en cuenta el 

monto del salario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el momento en que se cometió la 

infracción. 

En este caso, para determinar la multa a imponer u los investigados Ana Maritza Molina de Orellana, 

Ana Silvia Bspinoza, identilicada también como Ana Silvia Espinoza de Barrera; Carlos Albe110 Molina 

Vásquez; y Luis Adalbcrto Rivera Palacios, es necesario considerar que el Tribunal ha comprobado que la: 

i) transgresión a la prohibición ética del artículo 6 letra e) de la LEO, atribuida a la sel1ora Molina de 

Orellana. derivó de la ausencia de dicha servidora pública a su jornada ordinaria de trabajo, durante varios 

lapsos, por motivos ele viaje al extranjero, sin contar con los permisos o licencias correspondientes, durante el 

período comprendido entre los meses de abril de dos mil dieciocho y octubre de dos mil veintiuno; y, 

ii) inobservancia al deber ético regulado en el artículo 5 letra b) del citado cuerpo normativo, atribuida 

a los seiíorcs Ana Silvia Espinoza, identificada también como Ana Silvia Espinoza de Barrern; Cnrlos Alberto 

Molina Vásque7~ y Luis Adalberto Rivera Palacios, resultó de que éstos tuvieron conocimiento de las 

circunstancias anteriores y no denunciaron las mismas ante este Tribunal; la señora Espinozn, durante los años 

dos mil dieciocho y dos mil diecinueve; y, los señores Molina Vñsquez y Rivera Palacios, en el mios dos mil 

veintiuno. 

Es decir, que, respecto a las señoras Molina de Orellana y Espinoza, las conductas comprobadas 

ocurrieron de manera continuada. 

Las i1!fraccio11es continuadas sm11111a pluralidad de ilícitos homogéneos entre sí, i1?fri11gie11do el mismo 

o semejantes precep/o.\' admini.\·Jrali1•os, que por 111w jicci1)11 legal se tratan como una sola il?fracción /egal, a 

pesar de que cada ilícito en forma separada, podría ser una i1?fracció11 independiente (sentencia emitida por 

la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, en fecha 2l-Vll-2017, en el proceso 

referencia 510-2014). 

En ese sentido, en el caso de la seiiora Ana Maritza Molino de Orel/a11a, al haber acaecido los últimos 

hechos constitutivos de transgresiones éticas en el mes de octubre del año dos mil veintiuno, se estima oportuno 

fijar la multa a imponer a la investigada con base en el salario mínimo mensual urbano para el sector comercio 

vigente para ese año, cuyo monto equivale a trescientos sesenta y cinco dólares de los EEUU (US$365.00), 

segt'.111 el Decreto Ejecutivo N.º 1 O de fecha siete de julio de dos mil veintiuno, y publicado en el Diario Oficial 

N.º 129, Tomo 432, ele esa misma fecha. 

En cuanto a la seiiora Ana Silvia E.vJinoza, identificada también como Ana Si/1•ia E.\pinoza de /larrem, 

al haber acaecido los últimos hechos constitutivos de transgresiones éticas en el año dos mil diecinueve, se 

estima oportuno fijar la multa a imponer a la investigada con base en el salario mínimo mensual urbano para 

el sector comercio vigente para ese afio, cuyo monto equivalía a trescientos cuatro dólares de los EEUU con 

diecisiete centavos (US$304.17), según el Decreto Ejecutivo N.n 6 de lecha veintiuno de diciembre de dos mil 

diecisiete, y publicado en el Diario Oficial N.º 240, Tomo 417, de focha veintidós del rcforido mes y mio. 

Y, para los señores Cario.\· Alberto 1Ho/ina Vásquez; y Luis Adalberto Rivera I'alm.:ios se estima oportuno 

fijar la multa u imponer con base en el salario mínimo mensual urbano para el sector comercio vigente para el 
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mes de octubre de dos mil veintiuno, cuyo monto equivale a trescientos sesentn y cinco dólnres de los EEUU 

(US$365.00). según el Decreto Ejecutivo N.º 1 O de focha siete de julio de dos mil veintiuno, y publicado en el 

Diario Olicial N.º 129. Tomo 432, de esn misma fecha. 

Así. de conformidad con el artículo 44 de la LEG, para fijar el monto de la multa el Tribunal considerará 

unu o más de los siguientes aspectos: i} la gravedad y circ1111sla11cias del /1ecl10 cometfrlo: ii) el beneficio o 

ganlmcia.\ ohte11itÜ1\· por el it{/i·actor, .rn cúnyuge, co11vi11ie111e, parientes o socio, como co11sec11e11cia del aclo 

11 0111imí11 comtiltt1i110\ de i1?fi·accit}11; ii1} el dmio oca.\·icmado a la Admi11i.\/raciú11 /'úb/ica o a tercero,\ 

pe1j11dicados: y . il~ la capacidad ele pago, y la 1'e11ta pote11cial del sa11cio11ado al 11w111e11lo de la i11fracciú11. 

Estos son, pues, los criterios de dosimetría que deben valorarse parn que In sanción impuesta sea proporcional. 

Para el caso de mérito, los parámetros o criterios objetivos para cuanlificnr la multa que se les impondrá 

a los seílores Ana Marilza l'vlolina de Orcllana. Ana Silvia Espinozn. identificada también como Ana Silvia 

Espinoza de Barrera; Carlos Alberto Malina Vñsquez; y Luís Adalberto Rivera Palacios, son los siguientes: 

l. Sa11ciá11 aplicahle a la .miora Ana Maritza J\loli11a de Orella11a: 

1) Gr<ll'edady circ1111sta11cias del /Jecho cometido: 

El arlículo 218 de la Constitución establece en su primera parle que "los funcionarías y empicados 

públicos están al servicio del Estado". de ahí que la Sala de lo Constitucional haya interpretado que éstos deben 

realizar su función con eficacia y también con una actitud de desprendimiento del propio interés o de fines 

personales (sentencia de lecha 28-11-2014, lnconstitucionalidad 8-2014, Sala de lo Constitucional). 

En tal sentido. la gravedad de la conducta antiética cometida por la scílorn Malina de Orcllana deviene 

de una circunstancia de la cual se valió para evadir las responsabilidades legales que pudiesen deducirse de esa 

transgresión, es decir. de la acción de ocultar su realización sin solicitar el permiso correspondiente, como si 

hubiese laborado normalmente durante los periodos comprendidos entre entre los meses de nbril de dos mil 

dieciocho) oclllbre de dos mil veintiuno. 

Asimismo. la LEG contiene como principios de la ética pública, los de legalidad, transparencia y 

rendición de cuentas -artículo 4 letras 1), h) y m) de la LEG-, los cuales orientan a todos los destinatarios de 

esa norma a actuar con apego al ordenamiento jurídico en el marco de sus atribuciones; de manera accesible 

para que la ciudadanía pueda conocer si sus actuaciones son apegadas a la ley; y, a rendir cuentas de la gestión 

pública. 

Lo anterior. revela que la investigada inobservó el principio ético de transparencia, relacionado en el 

p:írrnfo precedente. Ciertamente, la transparencia exige una conducta clara c1ue permita vbualizur lo que hay 

detrás de un acto o promesa que tenga In vocación de producir efectos jurídicos (Viana Cleves, Maria José. El 

principio de Confianza Legítima en el derecho Administrativo colombiano, Universidad Externado de 

Colombia Bogot:í. Primera Edición aílo 2007, Págs. 40 y 45. citada en el artículo Principio de la Buena Fe y 

Responsabilidad de la Administración Pública de Roosvclt Jair Ospina Seplilveda). 

Ln transparencia es además un elemento inherente a la buena fe . Esta última se trata de un principio 

general del Derecho que. para la Sala de lo Constitucional de la Corle Suprema de Justicia, en lo medular se 

relaciona con el deber de conducirse honradamente ( ... ) en la formación y ejecución de una relación jurídica 

y sus consecuencias (Sentencia pronunciada el 1 O/IV /201 O en el proceso de Habeas Corpus referencia 267-

2002). 
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En ese orden de ideas, también se colige que la señora Molina de Orellana, al realizar las conductas 

descritas en este apartado, no actuó de buena fe; pues, para sustraerse del cumplimiento de sus 

responsabilidades laborales, y evadir la determinación de posibles responsabilidades legales, no solicitó los 

permisos correspondientes en los lapsos determinados, comportamiento que denota engaño, fraude, malicia y 

la intención de mantener ocultas dichas circunstancias, en oposición a la transparencia que exige el actuar de 

buena fe. 

Aunado a lo anterior, es menester indicar que con la conducta determinada se vulneró el derecho a la 

educación del alumnado del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, el cual, de 

conformidad con Jo regulado en el artículo 53 inciso 1º de la Constitución es " ... es inherente a la pe1:wma 

h11111a11a; en co11sec11e11cia, es obligación y .finalidad primordial tlel Estado s11 co11serl'f1ción, fomento y 

difusión"; por cuanto, el servicio público conliado a la infractora debía ofrecerse en el tiempo y forma 

establecido por la normativa, para garantizar su calidad. 

f.inalmcnte, la conducta comprobada a In investigada fue cometida durante varios lapsos, lo cual generó 

que los servicios que le correspondía brindar, en atención a esos periodos, no se proveyeran en las 

circunstancias, de tiempo, modo y lugar requeridas por el ordenamiento jurídico y esperada por los uc;uarios 

de los 'mismo'\. 

ii) El bene.ftcio o ganancia obtenida por la i1!fractora. 

Como servidora pública, In investigada debía estar comprometida con el interés social que persigue la 

gestión p(1bl ica y no actuar con un interés particular-realizar actividades privadas durante In jornadu ordinaria 

de trabajo, sin contar con la autorización legal correspondiente-, en detrimento del interés general. 

En ese sentido, el benelicio logrado por dicha servidora pública fue la obtención de la remuneración 

correspondiente en el MINEDUCYT, por lapsos de tiempo en los cuales no brindó el servicio pt.'1blico al que 

estaba obligada; sobre todo, al haber desatendido su labor como docente, a pesar que el m1ículo 53 de la 

Constitución establece que: "El derecho a la educación y a la cultura es inherente a la persona /111111ana; en 

co11sec11e11cia, es obligación y .finalidad primordial del Estado su conservación.fomento y difusión". 

Todo ello en perjuicio del erario público, de la eliciencia del gasto estatal y, sobre todo, del buen 

servicio público. 

iii) La reJl/a potencial de la investigada ni momento de cometer la transgresión. 

Cuando acaecieron hechos constitutivos de transgresión ética del artículo 6 letra e) de la LEG, la 

investigada Malina de Orellana percibió un salario mensual de ochocientos cincuenta y ocho dólares con 

cincuenta y dos centavos de dólar de los EEUU (US$858.52), durante los nños dos mil dieciocho a junio de 

dos mil veintiuno; de ochocientos ochenta y tres dólares con cuarenta y cinco centavos de dólar de los EEUU 

(US$883.46), en julio de dos mil veintiuno; y, de novecientos diez dólares con tres centavos de dólar de los 

EEUU (US$9 I 0.03), desde agosto a octubre de dos mil veintiuno; así como, pagos adicionales mensuales de 

cincuenta dólares de los EEUU (US$50.00), en el dos mil dieciocho; de cien dólares de los EEUU 

(US$100.00), en el dos mil diecinueve y dos mil veinte; y, de doscientos dólares de los EEUU (US$200.00), 

en el dos mil veintiuno [Is. 210 al 238, 398 y del 473 al 488). 

Por otro lado, el representante de la señora Molina de Orellana, en el escrito de fs. 131 y 132, indicó 

que durante los períodos en que dicha servidora pública realizó viajes ni extranjero, no ejerció In docencia y 

que "de manera malerinl delego sus í-unciones a dos Profesores" [sic], a los cuales les habría pagado por cada 
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jornada laboral; además. indicó que "por razon de ignorancia de procedimientos y confucion administrativa se 

consigno haber estado en el complejo educativo cuando estaba fuera del pais, lo cual es un hecho eviden~iado" 

lsic ]. En tal sentido. solicitó que, en caso de imponerse sanción a su representada, se tome el contenido del 

referido escrito. como una atenuante de los hechos aludidos; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

156 de la LPA. 

En tal sentido. la investigada. por medio de su representante, ha reconocido de forma expresa y por 

escrito su responsabilidad en la comisión de la infracción que se le atribuye y, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 156 de la LPA. ello es considerado por este Tribunal como una circunstancia atenuante para la 

determinación de la sanción. 

Al respecto, es de seílalar que las condiciones atenuantes son circunstancias modificativas de la 

responsabilidad administrativa de la persona infractora y que permiten a la autoridad disminuir la sanción a 

imponer; es decir, el monto de la multa. 

En este caso, dada la continuidad de la infracción cometida y la incidencia en el servicio público 

brindado en aras de salvaguardar el derecho fundamental a la educación, en principio el cálculo de la multa a 

imponer en concepto de sanción ascendería a un monto mayor; no obstante, dada la aceptación de los hechos 

por parte de la investigada. es preciso atenuar la sanción según lo dispone la LPA. 

En consecuencia. en atención a la gravedad y circunstancias del hecho cometido, el beneficio o 

ganancia obtenida, a la renta potencial y a que la señora Malina de Orellana aceptó su responsabilidad por el 

hecho e infracción atribuidos, es pertinente imponerle a dicha investigada una multa de tres salarios mínimos 

mensuales urbanos para el sector comercio, de mil noventa y cinco dólares de los EEUU (US$1,095.00), por 

la infracción a la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG, cuantía que resulta proporcional 

a la infracción cometida según los parámetros antes desarrollados. 

2. Sa11ciú11 aplicable a la .~eliora Ana Silvia füpi11oza, ide11tificada tamhié11 como A11a Silvia füpinoza 

de Barrera: 

i) Gravedad y circu11stc111cias del /Jecllo cometido: 

Los m1ículos 86 inciso linal de la Constitución, en relación con 4 letra h) de la LEG, determinan que los 

servidores públicos deben actuar con apego a los fines del Estado y a los de la institución que se desempeñan; 

a ese respecto, la seiiora Ana Silvia Espinoza, identificada también como Ana Silvia Espinoza de Barrera, 

como servidora pllblica y directora del CE "Doctor Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco. en 

los aílos dos mil dieciocho y dos mil diecinueve, debía estar comprometida con el interés social que persigue 

la función pública y velar por el cumplimiento de los preceptos que le imponían el deber de denunciar posibles 

infracciones a la LEG. pues de esta forma hubiera permitido que este Tribunal tuviera conocimiento de la 

conducta antiética cometida e imponer la sanción correspondiente. 

Ello, ade1mís. repercutió en la calidad del derecho a la educación del alumnado del CE "Doctor Joaquín 

Jule Gálvez". municipio de Santiago Nonualco, el cual, de conformidad con lo regulado en el artículo 53 inciso 

1° de la Constitución " •. . es i11'1ere11te a la persona l111111a11a; e11 co11sec11e11cia, es obligaciún y finalidad 

primordial del Esrado .m cm1ser11aciá11. fim1e11to y dif11siú11". 

ii) la renta potencial de la i11vesligada al 1110111e11to de cometer la transgresión. 

Cuando ocurrieron hechos constitutivos de inobservancia al deber ético del artículo 5 letra b) de la 

LEG, la investigada Ana Silvia Espinoza. identificada también como Ana Silvia Espinoza de Barrera, percibió 
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-durante los a11os dos mil dieciocho y dos mil diecinueve- un salario mensual de ochocientos cuarenta dólares 

con cuarenta y nueve centavos de dólar de los EEUU (US$R40.49); un sobresueldo mensual de doscientos 

sesenta y un dólares con treinta y seis centavos de dólar de los EEUU (US$26 l .36); así como, un pago 

complementario cada mes de cincuenta dólares de los EEUU (US$50.00), en el dos mil diecinueve; y, de cien 

dólares (US$100.00), en el dos mil diecinueve [fs. 7, 8, 203, 21 O al 238, 396 y del 402 ni 424]. 

En consecuencia, en atención a la gravedad y circunstancias del hecho cometido y a la renta potencial 

de la investigada, es pertinente imponerle una multa de dos salarios mínimos mensuales urbanos para el sector 

comercio, de seiscientos ocho dólares con treinta y cuatro centavos de dólar de los EEUU (US$608.34), por el 

incumplimiento al deber ético regulado en el mtículo 5 letra b) de la LEG, cuantía que resulta proporcional a 

la infracción cometida según los parámetros antes desarrollados. 

3. Sanción aplicable al señor Carlos A Iberio Mo/ina Vásquez: 

i) Gravedad y circuns/a11cias del hecho come/ido: 

Los artículos 86 inciso final de la Constitución, en relación con 4 letra h) de la LEG, determinan que los 

servidores públicos deben actuar con apego a los lines del Estado y a los de la institución que se desempeñan; 

a ese respecto, el scílor Carlos Alberto Molina Vásquez, como servidor público y director del CE "Doctor 

Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, en el ai'lo dos mil veintiuno, debía estar comprometido 

con el interés social que persigue la función pt.'1blica y velar por el cumplimiento de los preceptos que le 

imponían el deber de denunciar posibles infracciones a la LEG, pues de esta forma hubiera permitido que este 

Tribunal tuviera conocimiento de la conducta antiética cometida e imponer la sanción correspondiente. 

Lo anterior, además, repercutió en la calidad del derecho a la educación del alumnado del CE " Doctor 

.Joaquín Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, el cual, ele conformidad con lo regulado en el artículo 

53 inciso 1° de la Constitución " ... es i11/iere111e a la persona lmmana; en consecuencia, es obligación y 

finalidad primordinl del E.wado su con.\·e1w1ció11, fomento y difusión". 

· ii) La renla potencia/ del ilwesligado al momenlo de come1er la 1ra11sgresió11. 

Cuando ocurrieron hechos constitutivos de inobservancia al deber ético del artículo 5 letra b) de la 

LEO, el investigado Carlos Alberto Molina Vásquez, percibió-en el aílo dos mil veintiuno un salario mensual 

de setecientos siete dólares con cuarenta y ocho centavos de dólar de los EEUU (US$707.48); un sobresueldo 

mensual de doscientos sesenta y un dólares con treinta y seis centavos de dólar de los EEUU (US$26 l .36), 

desde junio de dos mil veintiuno; y, un pago complementario cada mes de doscientos dólares de los EEUU 

(US$200.00), en el citado año [fa. 187 frente, 209, 21 O al 23 8, 399 y del 449 al 4 721. 
Por otro lado, el representante del señor Molina Vásquez, en el escrito de fs. 131 y 132, indicó que 

dicho investigado por "error involuntario no informo de los hechos ademas creyendo mi representado que no 

había conducta ilicida del actunr de ambos" [sic]. En tal sentido, solicitó que, en caso de imponerse sanción a 

su representada, se tome el contenido del referido escrito, como una atenuante de los hechos aludidos; de 

conformidad con lo dispuesto en el art ículo 156 de la LPA. 

En razón de lo anterior, el investigado, por medio de su representante, ha reconocido de forma expresa 

y por escrito su responsabilidad en la comisión de la infracción que se le atribuye y, conforme a lo dispuesto 

en el articulo 156 de la LPA, ello es considerado por este Tribunal como una circunstnncia atenuante para la 

determinación de la sanción. 
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Al respecto, es de señalar que las condiciones atenuantes son circunstancias modilicativas de la 

responsabilidad administrativa de la persona infractora y que permiten a la autoridad disminuir la sanción a 

imponer; es decir, el monto de la mulla. 

En este caso, dada la continuidad de Ja infracción cometida y la incidencia en el servicio püblico 

brindado en aras de salvaguardar el derecho fundamental a la educación, en principio el cálculo de la multa a 

imponer en concepto de sanción ascendería a un monto mayor; no obstante, dada la aceptación de Jos hechos 

por parle del investigado. es preciso atenuar la sanción según lo dispone la LPA. 

Por lo que. este Tribunal ha determinado que, en atención a la gravedad y circunstancias del hecho 

cometido, a la renta potencial y a que el investigado aceptó su responsabilidad por el hecho e infracción 

atribuidos. es pertinente imponerle una multa de un salario mínimo mensual urbano para el sector comercio, 

de trescientos scsenla y cinco dólares de los EEUU (US$365.00), por el incumplimiento al deber ético regulado 

en el artículo 5 letra b) de la LEO, la cual resulta proporcional a Ja infracción cometida según los parámetros 

untes desarrollados. 

4. Sa11ció11 aplicable al setíor Luis Adalberlo Rivera Palacios: 

i) Gravedad y circ11nsla11cias del hecho comelfrlo: 

Los artículos 86 inciso final de la Constitución, en relación con 4 letra h) de la LEG, determinan que los 

servidores públicos deben actuar con apego a los fines del Estado y a los de la institución que se desempeñan; 

a ese respecto, el señor Luis Adalberto Rivera Palacios, como servidor público y subdirector del CE "Doctor 

Joaquín Ju le G;ilvez", municipio de Santiago Nonualco, en el año dos mil veintiuno, debía estar comprometido 

con el interés social que persigue la función pública y velar por el cumplimiento de los preceptos que Je 

imponían el deber de denunciar posibles infracciones a la LEG, pues de esta forma hubiera permitido que este 

Tribunal tuviera conocimiento de la conducta antiética cometidn e imponer la sanción correspondiente. 

Ello. ade1mís, repercutió en la calidad del derecho a la educación del alumnado del CE "Doctor Joaquín 

Jule Gálvez", municipio de Santiago Nonualco, el cual, de conformidad con lo regulado en el artículo 53 inciso 

1° de la Constitución " ... es inlrerente a la per.wma l111111ana; en consecuencia, es obligación y fi11aliclad 

primordial <le/ E.\lado su co11.vervaciún, fo111e1110 y difmión ... 

íi) La renta potencial del ím•esligado al momento de comeler /a lransgre.\iÓ11. 

Cuando ocurrieron hechos constitutivos de inobservancia al deber ético del artículo 5 letra b) de la LEG. 

el investigado Luis Adalberto Rivera Palacios, percibió un salario mensual de novecientos diez dólares con 

tres centavos de dólar de los EEUU ( US$910.03), desde el uno de junio de dos mil veintiuno: un sobresueldo 

mensual de ciento cuarenta y cinco dólares con veinte centavos de dólar de los EEUU (US$ l 45.20); y, un pago 

complementario cada mes de dos cientos dólares de los EEUU (US$200.00) [fs. 144, 210 al 238, 397 y del 

425 al 448]. 

En consecuencia. en atención a la gravedad y circunstancias del hecho cometido y a la renta potencial 

del investigado, es pertinente imponerle una multa de dos salarios mínimos mensuales urbanos para el ·sector 

comercio. de setecientos treinta dólares de los EEUU (US$730.00), por la infracción al deber ético regulado 

en el artículo 5 letra b) de la LEG, cuantía que resulta proporcional a la inli·acción cometida según los 

parámetros antes desarrollados. 

Por tanto, con base en los artículos 1 y 14 de la Constitución, 111. 1 y 5 de In Convención lnteramericana 

contra la Corrupción, 1 y 7.4 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 4, 5 letra b). 6 
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Reglamento de dicha Ley y 106 incisos 1, 2 y 3 y 156 de la Ley de Procedimícntos Administrntivos, este 

Tribunal RESUELVE: 

a) Sanciónase a la se11ora Ana Maritza Molina de Orellana, docente del Complejo Educativo "Doctor 

Joaquín Jule Oálve7.", del municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, con urn1 multa de mil 

noventa y cinco dólares de los Estados Unidos de América (US$ l ,095.00), por la infracción a la prohibición 

ética regulada en el artículo 6 letra e) de la Ley de l~tica Gubernamental, por las razones expuestas en los 

considerandos IV y V de la presente resolución. 

b) Sanciónase a la señora Ana Silvia E.\pinow, identificada también como Ana Si/\•ia Espinoza de 

Barrera, ex directora y actual docente del Complejo Educativo ·'Doctor Joaquín .lulc Oñlvcz'\ del municipio 

de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, con una multa de seiscientos ocho dólares con treinta y cuatro 

centavos de dólar de los Estados Unidos de América (US$608.34), por el incumplimiento al deber ético 

regulado en el artículo 5 letra b) de la LEO, por las raLones expuestas en los considerandos 1 V y V de la 

presente resolución. 

e) Sa11ció11ase al señor Carlos Alberto Moli11a Váw¡11e:, actual director del Complejo Educativo 

"Doctor Joaquín Julc Gálvez", del municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, con una multa 

de trescientos sesenta y cinco dólares de los Estados Unidos de América (US$365.00), por el incumplimicnlo 

al deber ético regulado en el artículo 5 letra b) de la LEO, por las razones expuestas en los considerandos IV 

y V de la presente resolución. 

d) Sl111ció11ll.\'e al señor Luis Adlllberto RÍl'era Palacios, ac111al .rnhdírec:tor del Complejo Educativo 

"Doctor Joaquín Jule Gálvez", dd municipio de Santiago Nonualco, departamento de La Paz, con una multa 

de setecientos treinta dólares de Jos Estados Unidos de América (US$730.00), por el incumplimiento al deber 

ético regulado en el artículo 5 letra b) de la LEO, por las razones expuestas en los considerandos IV y V de la 

presente resolución. 

e) Se lmce snber a los señores Ana Maritza Molina de Orcllana; Ana Silvia Espinoza, identificada 

también como Ana Silvia Espinoza de Barrera; Carlos Alberto Molina Vásquez; y Luis Adalberto Rivera 

Palacios, de forma personal o por medio de su representante, seglln corresponde, que, de conformidad con los 

artfculos 39 de la Ley ele Ética Gubernamental, 96 del Reglamento de dicha Ley, 104, 132 y 133 de la Ley de 

Procedimientos Administrativos, para la presente resolución se encuentra habilitada la interposición del 

Recurso de Reconsidcrnción, el cual es optativo para el agotamiento de la vía administrativa; y de disponer su 

utilización, deberá presentarse dentro del plazo de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente a la 

notilicución respectiva. 

Notiftque.\'e. 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRI 
) 




